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“El hombre justo no es aquel que no comete injusticia, sino el que pudiendo ser injusto no quiere serlo”, 
Menandro.
Introducción 
   Una característica que tiene el Derecho a diferencia de las ciencias naturales, es que nada es absoluto, en el Derecho no existe algo irrefutable o universal, el derecho es cambiante, efímero; y es por esta misma razón, que ver aportes jurídicos desde enfoques diferentes o fuera de lo común es de gran importancia para la eficiencia y capacidad crítica cuando se  interpreta , aplica y crea normas jurídicas, en consecuencia, esta visión contribuye la construcción de una sociedad cada vez más justa y racional.
La importancia de Dworkin en el mundo jurídico radica en que intentó analizar al Derecho desde otros enfoques en donde se puede detectar errores que de otras formas serían imperceptibles. Además, fue crítico del positivismo analítico, que solo se enfoca en la norma jurídica y no en otros campos igual de relevantes. Asimismo, elaboró su teoría jurídica de principios y de interpretación, cuyo principal antagonista fue Hart.
Según Dworkin, el mantenimiento de una sociedad liberal consiste, principalmente, en interpretar su sistema jurídico basándose en la libertad, por lo que el Estado ha de conservar su independencia con respecto de las diferentes concepciones particulares de la justicia.
Sin lugar a dudas el mayor aporte de Dworkin fue su concepción del Derecho como práctica argumentativa en la que pretendía analizar qué tipos de argumentos influyen en el juez a la hora de tomar decisiones.
Sin embargo, entre las principales críticas contra Dworkin, se considera que el ordenamiento jurídico debe fundamentarse y tener su origen en hechos sociales, mas no en cuestiones morales, ya que según la postura de los positivistas, una norma jurídica no puede tener contenido moral ya que solo se dedica a ordenar, prohibir o permitir una determinada conducta.
Otra fuerte crítica de parte del positivismo fue acerca de la discrecionalidad del juez, un juez solo debe seguir al pie de la letra las normas, es decir, solo debe aplicarlas. Pues si el juez fuese libre de interpretar la ley estaríamos ante un sistema tirano y arbitrario en donde la justicia solo sería una utopía inalcanzable.
Siendo así, Dworkin nos lleva a la reflexión, logrando que comprendamos al derecho alejado de una perspectiva dogmática y positivista, centrándose más en el aspecto moral y principialista. Es en base a esto que se convirtió en uno de los juristas más citado y reconocido, pues poseía una agudeza mental, acompañada de unas  lúcidas y novedosas deducciones.
Por estas mismas razones es que toda persona que se encuentre inmiscuida en los estudios de la ley debe de conocer el pensamiento de Dworkin.
A lo largo de este trabajo intentamos explicar y resumir la filosofía de este erudito del Derecho.
Ortega y Gasset una vez soltó una genial frase: “no soy solo yo, soy yo y mis circunstancias” alegando que la experiencia personal y la ideología predominante de una sociedad influyen mucho en la forma de pensar de cada uno. Por este motivo, en el capítulo 2 se ahondará sobre la biografía de Dworkin para así ver cómo fue surgiendo su forma de pensar y quiénes fueron los que influenciaron en él.
En el capítulo III, IV y V se explicará cómo entiende Dworkin la interpretación. Para el autor mencionado, interpretar es encontrar el mejor sentido de un conjunto de normas materiales que precisan ser interpretadas.
En el capítulo VI, se desarrollará el debate que tuvo Dworkin contra Hart y sus seguidores. Son tres puntos básicamente los que se mencionan:
-Si existe una relación entre el derecho y la moral.
-Si el juez solo debe de aplicar la ley o si también puede interpretarla, es decir, sobre la discrecionalidad de este. 
-Si es mejor tener un sistema de reglas como propone Hart o si es mejor un sistema de principios como propone Dworkin.
Es en el capítulo VII y VIII donde se abarcan los principios y reglas que son objeto de definición y crítica. Dworkin afirma que el derecho no es solo un sistema de reglas, sino que también de principios, siendo estos últimos más relevantes, pues le dan sustento y justificación a las reglas.
Acerca de si el juez debe independizarse del ordenamiento jurídico y dar sentencias, según su criterio, cuando haya casos difíciles o no haya norma que regule dicho caso, es materia que abordaremos, según la concepción de Dworkin, en el capítulo IX.
En el capítulo X se explicará qué es y cómo entiende la integridad Dworkin. Este pensador entiende que personas distintas piensan distinto y el ordenamiento debe de hacer todo lo que esté en sus posibilidades para alcanzar la justicia máxima para toda la sociedad.
Sobre el juez Hércules, que se desarrolla en el capítulo XI del presente trabajo, analizamos el caso Snail Darter, en el que debe decidir si permite detener la construcción de una represa, hecho que puede traer graves secuelas a los fondos públicos del Estado, o dejar que su construcción siga, considerando que ello afectaría a una especie en particular. Usando el principio de integridad llega a la conclusión de que el daño a la especie es menor comparado con los perjuicios a los fondos públicos, pues el gasto invertido en el proyecto sería en vano si se truncara su término. 
La jurisprudencia entendida por Dworkin es abarcada en el capítulo XII, esta tiene muchos problemas, siendo los interpretativos los más críticos, por lo que el autor estudiado propone que los principios morales pueden ayudar mucho a los jueces ante dichos problemas, evidenciados con frecuencia en los casos difíciles.
En el capítulo XIII se analizan los desacuerdos de otros autores (en especial los seguidores de Hart) con respecto a las obras de Dworkin.
Se hará mención de la influencia que tuvo Dworkin de otros autores en el capítulo XIV. No solo fueron los no positivistas como Perelman o Atienza quienes influyeron en Dworkin, sino que también los mismos positivistas como Hart o Kelsen, en quienes se inspira para varios de sus aportes al Derecho.
Finalmente, en el capítulo XV a efectos de querer ser prácticos se explicará cómo se pueden aplicar los aportes de Dworkin en un determinado sistema jurídico, como en nuestro ordenamiento, el ordenamiento peruano.
 Biografía
   Ronald Myles Dworkin nació el 11 de diciembre de 1931, en Worcester, Massachusetts (EE UU). Recibió una educación clásica tradicional .Sus padres se separaron cuando él era muy pequeño. Su madre, Madeline, trabajó como profesora de música para mantenerlo a él y a sus dos hermanos con ella vivieron en Rhode Island, en la ciudad de Providence. Su madre se volvió a casar enseguida pero al poco tiempo enviudó. Se sabe muy poco de su infancia.

Posteriormente estudió Filosofía (con Willard Van Orman Quine en la Universidad de Harvard e, informalmente, con J. L. Austin en la de Oxford)
. Estudió derecho en Harvard Law School y también en la universidad de Oxford. Luego de graduarse ejerció la profesión como asistente del juez y jurista estadounidense Billings Learned Hand entre 1957 y 1958. En ese mismo año se casó con Betsy Ross una chica de familia acaudalada, con estudios de arte en Harvard y de política social en la London School of Economics. En 1961 nacieron sus únicos hijos los mellizos Anthony y Jennifer. Dworkin viajaba constantemente por motivos de trabajo y por las estrechas relaciones con sus amigos. En 1962 Betsy festeja sola su cumpleaños -Dworkin estaba en Suecia- y le manda a su marido un telegrama: "para el año que viene te conseguís un nuevo trabajo o te conseguís una nueva esposa"
.Sin embargo, mantuvieron una relación duradera hasta el año 2000 que Betsy murió de cáncer. Posteriormente Dworkin formó una estrecha amistad con Irene Brendel, esposa del pianista Alfred Brendel, y más tarde se casaron. Le sobreviven Irene, Anthony y Jennifer, y dos nietos
.
En 1962 durante  ese tiempo también rechazó la oferta  para colaborar con Felix Frankfurter, un juez sumamente influyente del Tribunal Supremo, y en su lugar , en 1958 aceptó una oferta como asociado en la gran firma de Wall Street Sullivan & Cromwell en Nueva York hasta 1962
. Abandona su trabajo para dedicarse a la docencia. Dworkin dijo posteriormente en una entrevista que le hicieron en el 2011:“He tratado de ser responsable de mis decisiones y hacer una vida auténtica. Cuando yo era abogado de Wall Street, me di cuenta de que no quería esa vida. Así que fui e hice lo que me pareció más satisfactorio, pensando y argumentando por las cosas que son complejas, importantes y gratificantes. He intentado hacerlo bien, no puedo decir si lo he conseguido”
.Comenzó así en 1962 su carrera académica como profesor de derecho en Yale Law School, que lo llevaría a obtener la cátedra Wesley N. Hohfeld en 1968. Estuvo siete años ahí (no enseña teoría del derecho, sino black letter law: contratos, impuestos)
.En 1969 sucedió como catedrático de jurisprudencia de Oxford a Hart quien fue el mayor exponente del positivismo jurídico, Dworkin ocupó  ese puesto hasta 1998. En 1975, fue nombrado profesor en la Escuela de Derecho y en el Departamento de Filosofía de la Universidad de Nueva York. Ahí no dictaba clases "magistrales" sino que hacía coloquios ya que durante catorce clases dictadas en un semestre, alguien llevaba un tema de discusión y en la clase los alumnos junto a Dworkin se centraban en hacer un análisis de cada una de las partes. 
 Dworkin hacía conexiones y aprovechaba esas discusiones para nutrir y pulir sus propias ideas. Autores como Carlos Nino y Roberto Gargarella que asistieron a algunos de sus seminarios señalaron que existía una relación de distanciamiento y entusiasmo entre alumno y profesor. Gargarella dijo al respecto: "Había una distancia irrecuperable entre ellos y uno, lo cual representaba un extraordinario estímulo para seguir estudiando. Era imprescindible leer y entender más y más, para poder dialogar con ellos y, eventualmente, tener alguna capacidad para desafiarlos"
.
Desde 1984 fue profesor visitante en la Universidad de Londres, actividad que compaginó con el dictado de diferentes seminarios, junto con Thomas Nagel y Jürgen Habermas.

Ronald Dworkin es uno de los autores más influyentes en el pensamiento jurídico contemporáneo, su obra destacó en el ámbito del sistema jurídico americano; es además  considerado un gran pensador por los aportes y gran influencia en el Derecho. Sostuvo junto a H.L. A. Hart, considerado gran teórico del derecho sobre todo en la segunda mitad del siglo XX y filósofo jurídico británico cuya obra maestra de 1961 "El concepto de derecho" expuso su teoría del positivismo, que sostenía que el derecho es un sistema de reglas . El razonamiento jurídico, dice el positivismo, es meramente descriptivo y no necesita tener en cuenta la moralidad
por ello el debate  consistió sobre la clásica separación entre derecho y moral. Este debate que mantuvo durante más de veinte años con Herbert Hart, debates que se desarrollaron durante las décadas de los años setenta y ochenta, y culminó con la publicación póstuma de la segunda edición de The Concept of Law (Hart, 1994). 
Dworkin como autor de varios artículos y libros, dotó desde sus primeros escritos una forma polémica de escribir y dirigió sus principales críticas contra las doctrinas utilitaristas y las escuelas analíticas del derecho. A lo largo de su carrera protagonizó una gran cantidad de debates sobre las más diversas cuestiones.  El más famoso contra Hart motivo de su libro "Los derechos en serio" (Dworkin, 1977).
El libro más influyente del profesor Dworkin fue " Imperio de la ley ", que trata sobre la naturaleza y el papel de la adjudicación. Fue uno de los libros de leyes más citados del siglo pasado. También escribió sobre una enorme variedad de temas, (derechos civiles, metodología legal, liberalismo, libertad, igualdad, justicia distributiva, objetividad y verdad, discriminación positiva, pornografía, libre expresión, aborto, eutanasia, candidaturas a la Suprema Corte, política fiscal de Gran Bretaña y régimen dictatorial en Argentina donde  recibió un doctorado honoris causa en 2011  )
.
En “Dominio de la Vida", escribió sobre el aborto, la eutanasia y las preguntas que plantean; "Virtud soberana", sobre la igualdad; Y tres colecciones de ensayos, "Tomando los derechos en serio", "Una cuestión de principios" y "La ley de la libertad”. En 2011, publicó " Justice for Hedgehogs", una visión general y sumatoria. "Estoy tratando de reunir mi trabajo en la ley y mi trabajo en la filosofía política y la filosofía moral y la teoría de la interpretación y el fregadero de la cocina", dijo en 2005, mientras trabajaba en el libro
. En 2007 se le dio el Premio Holberg una especie de "Nobel" para filósofos y teóricos de las Ciencias Sociales. Además, Dworkin se desarrolló como conferencista por más de 20 años
.
Ronald Dworkin teórico destacado de su generación  en la filosofía del Derecho  muere a los 81 años en la ciudad de Londres, el 14 de febrero del 2013,  aquejado de una grave leucemia.
Nuestro autor en uno de sus últimos libros “Justicia para erizos” escribe: "Sin dignidad, nuestras vidas son sólo parpadeos de duración, pero si logramos llevar una vida buena, creamos algo más, escribimos un índice de nuestra mortalidad, hacemos nuestras vidas diminutos diamantes en las arenas cósmicas". Sin lugar a dudas Dworkin ha demostrado a partir de su extraordinaria carrera intelectual, su compromiso,  y apasionante trabajo el camino que recorrió para alcanzar sus ideales.
 Conceptos interpretativos
    Las personas suelen creer o tener una cierta imagen de cómo es un desacuerdo y cuándo es posible, esto evidencia la marca denominada aguijón semántico que ha sido perjudicial en la Filosofía del Derecho. Consideran que para discutir con sensatez, todos debemos tener los mismos criterios para decidir cuándo un reclamo tiene fundamento o no. Ejemplificando en un caso concreto, si quisiéramos discutir sobre la cantidad de libros que hay en un estante, primero deberíamos estar de acuerdo, aunque sea a grandes rasgos, sobre qué consideramos un libro, ya sea en un caso fácil por sus características externas, como el grosor, la cantidad de hojas, o en un caso crucial, por el contenido de la obra en cuestión.
Esta situación aplicada al Derecho no tiene mucho sentido, pues los abogados suelen aceptar a grandes rasgos los mismos criterios de decisión sobre si un postulado es verdadero o conforme a ley, de lo contrario, si se aceptara la diversidad de criterios nunca hallaremos una solución y nos encontraríamos en medio de un grupo humano que disputa porque cree tener un concepto diferente sobre un mismo sonido, concentrándose más en sus diferencias sin hallar un consenso para la interpretación.
Los filósofos del Derecho creen que debe haber reglas comunes a todos [...] Dicen que abogados y jueces solo están simulando, o disienten solo porque el caso ante ellos cae dentro de una zona confusa y gris de los derechos consuetudinarios
. Aquí se nota la clara presencia del aguijón semántico, pues los jueces y abogados se marcan como su objetivo tratando de enmarcarlos en la discusión sobre qué tipo de desacuerdo es o debe ser.
Lo anteriormente mostrado no es aplicable a un conjunto numeroso de debates teóricos en el Derecho, es más parece demasiado exagerada la comparación que se hace con el ejemplo de los libros como base para distinguir qué hace posible un desacuerdo. Este argumento tampoco es aplicable para un pueblo que comparte distintas tradiciones y prácticas, pero disiente sobre lo que alguna requiere en un caso concreto, pues aunque entren en desacuerdo, este será genuino, ya que a pesar de que los criterios de interpretación sean diferentes en cada uno, las interpretaciones que rivalizan están dirigidas hacia los mismo objetos o sucesos de interpretación.
Imaginemos una “comunidad imaginaria”, en la que sus habitantes poseen un conjunto de reglas a las que denominan “reglas de cortesía” las cuales se hacen manifiestas en ciertas ocasiones sociales. Por ejemplo, que cuando una persona de la nobleza se presentará frente a un campesino este debía quitarse el sombrero. Durante un tiempo estas reglas se aplican sin cuestionamiento, de manera mecánica; es decir, se respetan sin que nadie las cuestione o varíe. Pero con el paso del tiempo nace en estos habitantes una actitud interpretativa hacia estas reglas, que se dividía en dos componentes: La primera consistía en que la cortesía tenía un valor en sí misma, que hacía cumplir un propósito o principio, que tenía un sentido más allá de ser parte de la regla; segundo, los requisitos de la cortesía debían ir acorde a su sentido, ser entendidos y aplicados según este.
Una vez persistente la actitud interpretativa, la institución de la cortesía deja de ser mecánica; ya no es una deferencia ignorante a una orden gobernante. Ahora se está tratando de imponer el significado en la institución y luego para reestructurar a la luz de dicho significado
.
Las dos componentes presentes en la actitud interpretativa son independientes, pero para esta historia es crucial considerar ambas, pues, para ellos, la interpretación del acatamiento de estas reglas se decide no solo por qué existe la cortesía sino también qué es lo que ahora requiere.
Antes de que nazca la actitud interpretativa las reglas de cortesía encontraban su sentido en el demostrar respeto a los superiores sociales. Sin embargo, al desarrollarse esta actitud, las personas comienzan a exigir otras formas de deferencia desconocidas o distintas a las que honraban, adquiriendo un poder crítico que las hace capaces de creer que los ellos proponen brinda respeto de una mejor manera que lo que otros hicieron.
Las perspectivas de los fundamentos del respeto cambian de rango a edad, género o alguna otra cualidad, es decir, durante un tiempo quienes recibían o se beneficiaban del respeto eran los superiores sociales, luego las personas de mayor edad, seguido de ello las mujeres, y así sucesivamente. O también cambia en una dimensión diferente, ya sea que se considere que el respeto tiene un valor o no cuando está dirigido a grupos o por propiedades naturales más que a individuos por logros individuales.
La cortesía ocupará entonces un lugar diferente y más pequeño en la vida social, y el final de la historia está a la vista.
Formas de interpretación
Es necesario conocer cómo la actitud que denominamos interpretativa funciona desde su interior, desde el punto de vista de los intérpretes.
Interpretar una práctica social es solo una forma u ocasión de interpretación. La ocasión más familiar de interpretación es la conversación. También está la interpretación científica, que es la más conocida, en donde el científico recoge datos y luego los interpreta. La interpretación artística tiene otro contexto, pues los críticos interpretan poemas, pinturas y demás para defender algún propósito de su significado o sentido. La forma de interpretación que nosotros estudiamos, la interpretación de la práctica social, se asemeja a la interpretación artística, pues ambas apuntan a interpretar algo que ha sido creado por una entidad distinta a ellas.
Sabemos que la interpretación de la conversación es intencional, más que causal, pues asigna significados a la luz de los propósitos e intenciones que supone tiene el orador. Ahora si quisiéramos vincular las otras formas de interpretación a esta nos deberíamos valer de una metáfora, por ejemplo, podríamos decir que la frase interpretación científica constituye la metáfora de que los datos le hablan al científico de la misma manera en que una persona le habla a otra, es decir, simulamos una conversación. Pero esto no se podría aplicar a la interpretación creativa, pues la interpretación de las prácticas sociales y las obras de arte se ocupan esencialmente de los propósitos y no de meras causas, no queremos saber por qué un poema fue escrito de cierto modo, sino lo que el autor quiso que impacte de este en nosotros.
El objetivo de la interpretación creativa es descifrar las intenciones o propósitos de los autores, pues no escuchamos a las obras de arte en sí, tal como sugiere la metáfora, sino a sus verdaderos autores humanos. Entonces podríamos decir que la interpretación creativa no es una de conversación sino de construcción
. A grandes rasgos la interpretación constructiva es una cuestión de un propósito impuesto a un objeto o práctica; sin embargo, la historia o forma de una práctica u objeto restringe las interpretaciones disponibles de las misma, a pesar de que el carácter de dicha restricción debe tener buenos fundamentos. Se podría decir que interpretación creativa bajo la perspectiva constructiva es una cuestión de interacción entre propósito y objeto.
La descripción constructiva es parte del análisis de la interpretación creativa. Aunque también debemos notar cómo la descripción constructiva puede ser elaborada de manera que se adapte a los otros dos conceptos interpretativos. En la conversación, es necesario el uso de modelos y presunciones; en la interpretación científica, normas de construcción. Por lo tanto, la descripción constructiva de la interpretación creativa podría tal vez proporcionar una descripción más general de todas las formas de interpretación.
Muchos autores se oponen a esta descripción constructiva de la interpretación creativa, pues prefieren creer en aquella descripción popular; es decir, que la interpretación creativa no es más que la interpretación dirigida a un autor. Analicemos sus errores en dos conceptos: Primero, alegaban que la interpretación se trataba de comprender algo de manera especial y particular, de modo que la interpretación de una práctica social como la práctica de la cortesía, sólo puede sugerir el discernimiento de las intenciones de sus miembros, uno por uno. Segundo, la interpretación trata de demostrar el objeto de la interpretación en forma precisa; en otras palabras, recuperar las intenciones verdaderas.
Para confrontar esta objeción diremos que, pese a que consideremos que el objetivo de la interpretación artística es recuperar la intención del autor, no podemos escapar al uso de estrategias de la interpretación constructiva. Por último, diremos que las técnicas de interpretación de la conversación común serían inapropiadas para la interpretación de una práctica social como la cortesía, pues un científico social debe participar de una práctica social si desea comprenderla, independientemente de comprender a sus miembros.
¿La interpretación artística es inevitablemente el descubrimiento de las intenciones de un autor? ¿Estas son siempre conscientes?
La interpretación artística no es solo el hecho de recuperar la intención de un autor si entendemos que intención significa un estado mental consciente, pues la intención es siempre un asunto mucho más complejo y problemático que eso.
En primer lugar, debemos notar el primer punto crucial de Gadamer, que la interpretación debe aplicar una intención. Un gran ejemplo se halla en el teatro, cuando alguien produce una obra del pasado y para lograr que cause el impacto que el autor intentó o quiso en sus tiempos debe modificar algunos personajes o la forma en que estos interactúen, sin hacer que la obra pierda su esencia; de modo que así, el intérprete trata de adaptar una obra, por ejemplo, de la Edad Medieval a la época contemporánea, uniendo dos culturas, adaptando intenciones de autores como Shakespeare u otros.
La intención artística es compleja y estructurada. “Es inevitable que comprometa las opiniones artísticas del intérprete en la misma forma que sugiere la descripción constructiva de la interpretación creativa, porque desea encontrar los mejores medios para expresar las grandes ambiciones artísticas que Shakespeare u otro autor jamás declaró o tal vez definió, pero interpretada de otra forma habría sido más esclarecedora para su época
”.
Entonces, en torno al reclamo sobre la intención del autor, cuando se convierte en un método o estilo de interpretación, compromete las convicciones artísticas del intérprete, pues, frecuentemente, estas son cruciales para la comprensión de lo que realmente quiso decir el autor, la verdadera intención artística.
Si lo relacionamos a la historia de la comunidad imaginaria que nos planteamos, identificamos como este pueblo al cuestionarse trata de descubrir su propia intención, trata de comprender por qué se ciñen a una práctica o comportamiento con comodidad. Así notamos que al usar la semejanza entre el cuestionamiento de los campesinos con una conversación, en este caso como proceso interno o con un mismo, se vincula a los otros tipos de interpretación con esta.
Una interpretación es por naturaleza el informe de un propósito, y en nuestra historia imaginaria, la interpretación de cortesía tendrá un aire intencional a pesar de que la intención no pertenezca a nadie o al público en general.
¿La intención del artista debe ser decisiva? - Nuestra obsesión por la originalidad.
El método de la interpretación del autor en la interpretación artística es discutido hasta en su forma más plausible, incluso aquellos que insisten en que la intención del artista debe ser la que decida cómo es el trabajo real, no se ponen de acuerdo sobre cómo debería reconstruirse dicha intención.
Colocando un ejemplo, las obras de arte se nos muestran poseyendo o pretendiendo poseer un valor estético. Pese a lo evidente de este valor, nace la interrogante de saber dónde yace ese valor y hasta dónde se ha realizado.
Este debate explica cómo la intención artística ha variado en distintos periodos, pues a partir del siglo XIX y XX, el arte modernista, considera de una forma más abierta el hecho de la aceptación de la intención del lector en una interpretación. Este cambio refleja la oposición con la vertiente romántica, que considera de valor aquello que sigue el parámetro del “genio creativo individual”. Lo expuesto evidencia que en nuestra cultura prima, más que la búsqueda por la sinceridad y la verdadera intención, una obsesión por la originalidad.
“Algunos críticos que disienten acerca del estilo y autoría con mayor firmeza, porque enfatizan valores de tradición y continuidad donde el sitio de un autor cambia a medida que se construye la tradición, apoyan una interpretación retrospectiva que hace que la mejor interpretación de su trabajo dependa de lo que fue escrito un siglo después
”.
Lo evidente es que esto sucede porque los intérpretes piensan dentro de una tradición interpretativa de la que difícilmente pueden escapar; sin embargo, para contrarrestar esta aparente dificultad nos remitimos a Gadamer, cuya descripción constructiva, pese a luchar con las restricciones de la historia, hace partícipes a la intención del autor como a la del lector o espectador en el proceso interpretativo.
 Etapas de la interpretación constructiva
“El margen de maniobra para interpretación es amplia, pero al desarrollar el derecho se debe procurar mantener cierta coherencia con lo existente en la ley y con el futuro de la misma, en el sentido de representar de manera correcta los valores que persigue una legislación para una sociedad justa. En las prácticas sociales se asume una actitud interpretativa que reconoce las normas y su vigencia y que les atribuye un sentido, un valor. En la evolución de las normas debe observarse de qué manera se mantiene el sentido de la ley
”.
Se distinguen tres etapas que deben ser adecuadas al estudio del derecho como práctica social:
a. Etapa pre interpretativa: Se identifican las normas y reglas que proporcionan el contenido provisorio de la práctica.
b. Etapa interpretativa: El intérprete busca una justificación general para los principales elementos de la práctica.
c. Etapa post-interpretativa o reformadora: Ajusta su sentido sobre qué necesita en realidad la práctica para adecuarse mejor a la justificación que acepta en la etapa interpretativa.
 Del mismo modo, Antonio Muñoz, basándose en la teoría de Dworkin, considera que la interpretación en las prácticas sociales se caracteriza también en tres etapas: Pre - Interpretativa, instancia en la se examinan los materiales. Es una fase descriptiva pero que implica algo de interpretación. Ocurre un evento similar al de la preconcepción, del preconocimiento, dentro de la concepción hermenéutica. Aquí se trata de identificar los materiales jurídicos. La etapa interpretativa. El intérprete debe poseer una teoría, que le garantice la mejor manera de abordar el material jurídico. Lo fundamental aquí es la noción de coherencia e integridad. La Post Interpretativa o reformadora consiste en que una vez identificado el valor, mostrar su objeto, de la mejor manera posible. Esto en los casos difíciles implica la modificación de la práctica
.
 Objeciones al positivismo hartiano
Dworkin toma como punto de partida, su crítica al modelo positivista o positivismo jurídico, y para ello se propone examinar los fundamentos de este, particularmente al positivismo metodológico de Hart, quien fue durante los años 60 y 70 del siglo XX uno de sus máximos exponentes. Además de eso, Dworkin fue su sucesor en la cátedra de Jurisprudence en la Universidad de Oxford, por lo que le sería casi inevitable referirse a la teoría que aquel positivista planteaba.
Este controversial “debate” entre Dworkin y Hart tiene su origen en el planteamiento que este último realizó acerca del concepto del derecho. A continuación presentaré los puntos importantes acerca del positivismo metodológico de Hart de manera que posteriormente se le adjudique a cada uno de ellas las críticas de Dworkin.
En primer lugar, fue Hart quien mediante el planteamiento de su sistema de reglas  dejó atrás la concepción de un ordenamiento jurídico puramente coercitivo y compuesto de órdenes concretas emanadas de un soberano con un poder jurídico ilimitado, es decir refuta totalmente la teoría del hábito de obediencia que planteó Austin, según la cual el Derecho está compuesto de órdenes del soberano que son aceptados mediante actos de  obediencia por parte de los ciudadanos. El análisis general de las normas difiere a la de Austin pues este había considerado que toda norma es un mandato general y que una persona está obligada por una norma si es susceptible de ser sancionada en caso de desobedecerla. Hart, por su parte señala que una norma difiere de una orden, por ser normativa, por establecer un estándar de comportamiento que plantea al sujeto una exigencia que trasciende la amenaza capaz de hacerla cumplir
. Para ello debe ser una autoridad la que dicte la norma y una autoridad tan solo puede provenir de otra norma que es ya obligatoria para aquellos a quienes se dirigen. 
En conclusión, Hart propone un sistema de reglas en detrimento del sistema de mandatos de Austin ya que esto último solo podría corresponder por ejemplo, para las normas penales donde al efectuar el delito descrito en el supuesto se aplica una sanción; sin embargo, dicho sistema no da cabida a otro tipo de normas, como por ejemplo, las que regulan los actos de libre voluntad de los ciudadanos como el contrato donde se les otorga los instrumentos necesarios para que puedan ellos mismo cumplir con sus fines.
En un segundo lugar, Hart plantea que el derecho es un sistema de reglas conformado por reglas primarias, que son las que aseguran derechos o imponen obligaciones a los miembros de la comunidad y a las reglas secundarias, que son las que estipulan cómo y por obra de quiénes se pueden formar, reconocer, modificar o extinguir las normas primarias. Además mediante este planteamiento se identifica dos fuentes posibles para la autoridad de una norma de manera que una esta puede ser obligatoria a) porque es aceptada o b) porque es válida.  
Dicha distinción puede comprenderse con el ejemplo de una comunidad primitiva donde solo existen reglas primarias, las cuales se han establecido mediante la práctica de aceptación; sin embargo, no se puede decir que hayan conformado Derecho, entendido este como un sistema complejo de normas, ya que no se puede distinguir un conjunto de normas jurídicas de las normas sociales. Es justamente en este punto donde surgen las preguntas y las dudas acerca de qué es lo que puede ser considerado Derecho o no. Empero, cuando dicha comunidad llega a contar con una norma secundaria, que es la que resolverá dicha cuestión, nace la idea que tenemos actualmente del Derecho. 
De este modo la preponderancia que Hart le otorga a las normas secundarias hace que el distinga tres tipos dentro de ella, las cuales darán solución a los defectos que presenten las reglas primarias.
1. Regla de reconocimiento: Este es un criterio último de validez, el más importante que plantea Hart, mediante el cual se podrán verificar de modo concluyente las reglas primarias. Por lo cual solucionará la falta de certeza acerca de lo que es Derecho o no, además de que deja atrás el planteamiento de la norma fundamental de Kelsen ya que este no era más que una presunción; sin embargo Hart establece su regla de reconocimiento de facto.
La presencia de dicha regla en determinada comunidad constituirá una señal de que se está conformando un sistema jurídico, pues ella la determinará así mediante otro criterio importante para Hart que es el de autoridad. Sin embargo, estos criterios de autoridad ocasionarían conflictos
 debido a que existen en diversos modos: simples o complejos. Ello porque refleja a la sociedad donde actuará, así en una comunidad simple se trata de un documento escrito (Verbigracia: El Código de Hammurabi que estaba en una piedra), entonces aquí se evidencia que el criterio de validez de Derecho se identifica con el ius scriptum, con la escritura misma. En cambio en sociedades más modernas, y por ende con sistemas jurídicos más complejos, se identifica dicho criterio de manera conjunta, es decir, estableciendo cuales son las características generales de las reglas primarias (Verbigracia: La Constitución Política del Perú), así como la costumbre o las decisiones judiciales que durante un determinado tiempo han sido uniformes.
2. Reglas de cambio: Este tipo de reglas secundarias se encargan de las reglas primarias introducidas, modificadas o eliminadas por lo que remedian el carácter estático de las mismas. Menciona Hart que tales reglas de cambio y de derogación pueden ser simples o complejas ya que pueden explicar, en forma más o menos rígida, el procedimiento que debe ser seguido para llevar a cabo esta modificación, cambio o derogación de las reglas primarias. 
3. Reglas de adjudicación: Otorga solución a la difusa presión social que se ejerce para el cumplimiento de las normas. De este modo, se entregan facultades a los sujetos para que estos se autorregulan o autorizan a las autoridades públicas para ejercer alguna potestad (verbigracia: sentenciar, en el caso del juez).
En un tercer lugar, se encuentra la posición de Hart respecto de la relación entre Derecho y Moral, la cual no es necesaria. Hart aboga por un concepto amplio de validez jurídica de acuerdo al cual, el derecho puede ser definido sin referencia alguna a la moral, el criterio que permite distinguir el derecho no está sujeto a un examen de dicho contenido sino a requisitos formales que tiene que satisfacerse para la creación de reglas jurídicas. De este modo plantea una descripción positivista de la naturaleza del derecho, en donde la legalidad no se determina nunca mediante la moral, sino siempre mediante la práctica social. Como mencionamos antes Austin fue duramente criticado por Hart con respecto a su modo de conformar el sistema jurídico; sin embargo con respecto a este tema les seguirá sus pasos. Hart menciona “aunque existan numerosas e importantes conexiones entre el derecho  de algún sistema y las exigencias de la moralidad, tales conexiones son contingentes, no necesarias lógica ni conceptualmente”
 
En un cuarto lugar, el positivista plantea el tema de la discrecionalidad de los jueces, o como él lo llama “la textura abierta del derecho” donde menciona que frente a casos fáciles o claros las situaciones planteadas pueden subsumirse sin ningún problema en las normas que conforman el sistema jurídico; sin embargo, frente a casos difíciles u oscuros en los cuales no hay certeza y por lo tanto se generan dudas respecto de qué norma deberá ser correcta para aplicarla, es que el juez tendrá en su poder la discreción de decidir.
Los casos difíciles solicitan de parte de los tribunales un gran margen de discrecionalidad, lo cual no supone que se desconozca la existencia y la importancia de las reglas como normativas generales, sino que se trata de renunciar a la respuesta de manera mecánica y uniforme, otorgada a todos los problemas que se presenten en el tráfico jurídico. Esto se da así por la simple razón de que siempre se será ignorante ante la presencia de nuevos hechos y los propósitos contenidos en el sistema jurídico porque son expresión de las continuas modificaciones que tiene la sociedad y su manera de ver el mundo, si este contará con un número fijo de casos éstos, junto con todos los modos que pudieran relacionarse, fueran conocidas por nosotros, podríamos incluso formular provisiones a futuro para toda posibilidad que se presente. Todo se podría conocer y las reglas podrían indicar la solución para todos los problemas. 
Son a estos cuatro temas que Dworkin realiza una incisiva crítica. Con respecto al primer punto, lo contradice totalmente pues por un lado Hart plantea un sistema de reglas mientras que del otro Dworkin plantea que ese sistema es insuficiente ya que no comprende otros estándares normativos como son los principios. De esta manera, Hart considera que las normas válidas, es decir que sean Derecho, son las que han sido promulgadas por las instituciones competentes, como el poder legislativo o el poder judicial mediante sus sentencias que consistirán en precedentes para resolver casos que se presenten en el futuro, estas son verificadas mediante la regla de reconocimiento; sin embargo Dworkin afirma este criterio no da lugar a los principios ya que no se establecen del mismo modo que las reglas, sino que lo hacen de acuerdo al pasar del tiempo y acorde a las directrices que la misma sociedad va delineando.
Además Dworkin menciona que es imposible aplicar un criterio de carácter formal, haciendo referencia a la regla de reconocimiento el cual está dirigido a las reglas, a normas de carácter material como son los principios. Ello debido a que dicha regla utiliza criterios que Dworkin denomina pedigree para determinar si son válidos como Derecho, es decir hace referencia a la fuente de las normas, si proviene de una autoridad competente. Dworkin plantea que debemos rechazar dicho criterio; en primer lugar, porque los principios jurídicos son a veces vinculantes para los jueces simplemente por sus propiedades morales intrínsecas y no por su origen. En segundo lugar, estos principios son vinculantes en virtud de su fuente, no es posible formular una regla estable que los seleccione a partir de su grado de respaldo institucional.
En conclusión esta regla de reconocimiento es incapaz de contener a los principios que propone Dworkin ya que para él no existe una regla maestra o un criterio único y fundamental que sea capaz de determinan que pertenece al ámbito jurídico y que no. Por ejemplo, en cuanto a lo propone Dworkin: los principios, no hay un criterio que determine qué principios son jurídicos y cuáles no. En última instancia, si se llegase a configurar un criterio de tal magnitud no podría ser de ningún modo la regla de reconocimiento que plantea Hart. Ello porque los principios que inspira una sociedad y que se encuentran en constante conflicto para que sean considerados principios jurídicos deben de comprender unos conjuntos de estándares morales y políticos que se encuentran en constantes cambios, por lo que lleva a que se interprete la legislación continuamente de modo diverso. Se evidencia que fundamentalmente Dworkin crítica de Hart que haya intentado configurar de manera tan simple un sistema de gran complejidad. Sin embargo en su libro de los Derechos en serio, Dworkin deja claro que el hecho de que niegue un criterio fundamental no quiere decir que no exista uno para determinar cuáles serán los principios a discutir en el proceso.
Con respecto al tercer punto, el debate gira en torno a una discusión que pertenece a la filosofía del derecho, este es el de la relación entre la legalidad y la moralidad. Asimismo, este planteamiento será la base para discusión de los casos difíciles.

La estrategia básica de Dworkin a través del curso del debate ha sido argumentar que, de una forma u otra, la legalidad está determinada últimamente no sólo por hechos sociales, sino también por hechos morales. En otras palabras, la existencia y contenido del derecho positivo está gobernada por la existencia y contenido moral del derecho. Esta afirmación, por tanto, directamente desafía e intenta destruir la imagen positivista sobre la naturaleza del derecho, para la cual la legalidad nunca está determinada por la moralidad sino, más bien, por la práctica social. Pues si los jueces deben considerar lo que la moralidad demanda en orden a decidir qué requiere el derecho, los hechos sociales solos no pueden determinar el contenido del derecho. Como era de esperar, la respuesta de Hart y sus seguidores ha sido argumentar que dicha dependencia de la legalidad respecto de la moralidad o es meramente aparente o no tiene la aptitud, en los hechos, para socavar los fundamentos sociales del derecho y el sistema legal.
 
Entonces, se puede proponer que el debate “real” entre Hart y Dworkin es el enfrentamiento de dos modelos de derecho. ¿Deberíamos entender al derecho como aquellos estándares socialmente dotados de autoridad? ¿O está constituido por aquellos estándares moralmente dotados de autoridad?
Por último, en lo que se refiere al tema de la discrecionalidad de los jueces Dworkin se preguntó, ¿por qué creyó Hart que los jueces no están vinculados por el derecho en los casos difíciles, a pesar de que invocan principios para resolver tales casos? Ante ello, se respondió que ello debiera ser porque Hart no creía que dichos principios formarán parte del derecho. Si el sistema jurídico contiene solo reglas, cuando estas “se acaban”, también lo hará el derecho.
Es por esta razón que para plantear argumentos fuertes en este punto, primero desenvuelve toda su crítica hacia la regla de reconocimiento. Afirma que la tesis de la discrecionalidad no es plausible en tanto que ignora la multitud de casos en donde los jueces se consideran a sí mismos vinculados al derecho, incluso cuando no hay regla claramente aplicable. Esta vinculación Dworkin la distingue en juicios del debería y juicios del deber –en el sentido de obligación-, por lo que los jueces cuentan con este segundo sentido del deber; sin embargo aún queda la duda respecto, ¿qué es lo que impone ese deber al juez? Para Hart la existencia de tal deber se origina simplemente por comportamientos que determinan las condiciones prácticas para que se den las normas sociales, ergo, los jueces satisfacen esas necesidades prácticas para que finalmente obedezcan la norma social que establece el deber de aplicar el Derecho. Pero esto excluye a los principios que contienen estándares de la teoría política y de la moral, ya que Hart solo lo circunscribe a los hechos – en particular a la práctica social-. Entonces Dworkin menciona que si se aceptaran los principios como parte del Derecho los jueces no tendrían razón para ejercer la discreción ya que tendrían más fuentes de dónde atenerse y de este modo resolver los casos difíciles.
Asimismo en su libro Los Derechos en serio hace una interesante mención de la propuesta del Doctor Raz y este es el del criterio de apoyo institucional el cual establece una posición media en la consideración de los principios como jurídicos o no, de manera que un principio jurídico será considerado como tal si pertenece a la teoría mejor fundada y que cuenta justamente con mayor apoyo institucional, con esto último se refiere a legislaciones que justifiquen su posición, precedentes, etc. Sin embargo, para Dworkin este criterio sigue sin permitir que los principios morales y políticos sean considerados pertenecientes al Derecho.
De este modo, cuando los jueces discrepan sobre los principios a aplicar, según el positivismo, no discrepan sobre lo que les exige el derecho sino como deben ejercer su discreción, debido a que no tienen el deber de decidir en un determinado sentido.
Pero este planteamiento según Dworkin se debió a la confusión del positivismo en torno a la ambigüedad existente en el concepto de discreción, así el juez cuenta con tres modos de entenderla:
1.  
El deber se encuentra definido por estándares que las personas interpretan razonablemente de distintos modos.
2.  
En el caso de que la decisión que tome cuente como la definitiva.
3.  
Un conjunto de estándares que le impone ciertos deberes no le impone deber alguno en una decisión determinada.
Es en el punto 3. Donde Dworkin discrepa totalmente. Además menciona que hay dos principales problemas que suscita el tema de la discrecionalidad de los jueces.
1. Los jueces no han sido elegidos y por lo tanto no representan a la sociedad.
2. Cuando el juez crea deberes y los aplica retroactivamente los que son acusados no saben acerca de lo que deben hacer.
Ante esto plantea la conocida tesis de la única respuesta correcta que dará solución a dichos problemas. Dicha tesis será explica con detenimiento en un capítulo posterior.
 Normas, principios y directrices políticas
Dworkin define a los principios, en sentido estricto, como estándares que han de observarse en virtud de una exigencia de justicia, equidad, o de alguna otra dimensión de la moralidad. Mientras que directriz o directriz política es el tipo de estándar que propone un objetivo que ha de ser alcanzado. El autor para referirse a ambos términos menciona solamente principios de manera general como aquellos estándares que no son normas
.
Los principios se distinguen de las reglas en que éstas establecen sus condiciones de aplicación, en tanto que los principios, suministran las razones para decidir en un sentido determinado, pero carecen de contenido específico, no establecen las condiciones de aplicación. En ese sentido, las reglas son o no aplicables en una fórmula todo o nada. En caso de conflicto entre dos reglas, sólo una puede ser válida
. En cambio, los principios tienen una dimensión de peso, que, en caso de conflicto, la prevalencia de uno no significa que el otro o los otros principios pierdan validez, de tal manera que, en un supuesto distinto donde se presente el mismo conflicto, pueda ser aplicado preferentemente el principio que en el primer caso fue desplazado. Bajo esta concepción, mientras las reglas se subsumen, los principios se ponderan.
Otra diferencia fundamental entre reglas y principios, es que las reglas pueden ser identificadas mediante un test de origen o pedigree, mientras que los principios no. De acuerdo con lo anterior, sabemos que una regla pertenece a un sistema jurídico determinado, si se puede deducir su validez de una norma anterior, así hasta llegar a la Constitución. Mientras que no se puede deducir la validez de un principio por su origen, sino por su fuerza argumentativa, es decir, por su peso específico, por su contenido, de acuerdo con un complicado procedimiento de búsqueda de la más sólida teoría del derecho
.
Nuestro autor, a modo de ejemplo, ofrece entre otros el polémico caso de Riggs. Vs. Palmer, donde un heredero designado en el testamento de su abuelo podía heredar en virtud de ese testamento aunque para hacerlo hubiera asesinado a su abuelo. El razonamiento del tribunal fue el siguiente: “Es bien cierto que las leyes que regulan la preparación, prueba y efecto de los testamentos, y la entrega de la propiedad del heredero, si se interpreta literalmente, y si su fuerza y efecto no pueden en modo alguno ni en ninguna circunstancia ser verificados ni modificados, conceden esta propiedad al asesino”. Pero el tribunal continuaba señalando que “todas las leyes, lo mismo que todos los contratos, pueden ser controlados en su operación y efecto por máximas generales y fundamentales del derecho consuetudinario. A nadie se le permitirá aprovecharse de su propio fraude o sacar partido de su propia injusticia, o fundar demanda alguna sobre su propia iniquidad o adquirir propiedad por su propio crimen”. El asesino no recibió la herencia.
  En esta parte, lo que Dworkin pretende demostrar es que los jueces recurren con frecuencia a estándares que no pueden ser identificados mediante la regla de reconocimiento hartiana, y en vinculación con ello, que existen deberes jurídicos que no hallan su fundamento en una práctica social. A partir de lo anterior, Dworkin considera que los principios no pueden identificarse por referencia al origen en un cierto legislador o Tribunal, sino por el sentido de conveniencia u oportunidad que se desarrollan en el tiempo
.
 Principios y concepto de Derecho
Después de apreciar la identificación que hace nuestro autor de los principios, Dworkin nos señala que estos parecen funcionar con el máximo de fuerza y tener mayor peso en los casos difíciles, como los casos polémicos  de Riggs vs. Palmer y el de Henningsen vs. Bloomfield Motors, Inc. Donde los tribunales citan principios que justifican la adopción de una norma nueva. Por consiguiente, un análisis del concepto de obligación jurídica debe dar razón del importante papel de los principios cuando se trata de llegar a determinadas decisiones jurídicas. Hay dos puntos de vista muy diferentes que se pueden tomar: El primer punto de vista trata a los principios como vinculante para los jueces, de modo que éstos hacen mal en no aplicar los principios cuando vienen al caso. El segundo punto de vista trata los principios como resúmenes de lo que la mayoría de los jueces hacen “por principio” cuando se ven obligados a ir más allá de las normas que los obligan. Dworkin nos dice que, si tomamos el primer enfoque, aún estamos en libertad de argumentar que, como eso jueces están aplicando normas jurídicas obligatorias, lo que hacen es imponer el cumplimiento de derechos y deberes jurídicos. Pero si adoptamos el segundo, el argumento es inaceptable, y debemos reconocer que el asesino en el caso Riggs y el fabricante en el caso Henningsen se vieron privados de su propiedad por un acto de discreción judicial aplicado ex post facto. Los positivistas sostienen que cuando un caso no pueda subsumirse en una norma clara, el juez debe ejercer su discreción para decidir sobre el mismo, estableciendo lo que resulta ser un nuevo precedente legislativo.
Ahora bien, el autor indica que mientras nos aproximamos a estos problemas, se tiene que depurar nuestro concepto de la discreción.
 La discreción de los Jueces
El significado exacto de discreción se ve afectado por las características del contexto. El término va siempre teñido por el conjunto de la información que constituye el marco en el cual se lo usa. Dworkin nos dice que usamos este término en el sentido débil cuando el contexto no lo aclara y las decisiones están regidas bajo órdenes; otro sentido débil diferente se usa cuando el proceder definitivo no es revisado ni anulado por otro actor de menor jerarquía. Por otro lado, está el sentido fuerte que no equivale a libertad sin límites, y no excluye las críticas es por eso que la discreción de un funcionario no significa que sea libre para decidir sin recurrir a normas de sensatez y justicia, sino solamente que su decisión no está controlada por una norma prevista por la autoridad particular.

Teniendo presente estas observaciones, nos dice Dworkin, podemos ver a la doctrina de la discreción judicial de los positivistas. Esta doctrina sostiene que, si un caso no está controlado por una norma establecida, el juez debe decidir mediante el ejercicio de la discreción. Dworkin nos menciona que se puede sospechar que los positivistas hablan de discreción en el primer sentido débil y que la proposición que defienden es una tautología además que no tienen relación con el problema de cómo dar cuenta de los principios jurídicos. Hart piensa que cuando los jueces tienen discreción, los principios que citan deben ser tratados según nuestro enfoque, como aquello que los tribunales suelen hacer “por principio”. Entonces parece que los positivistas algunas veces toman su doctrina en el sentido fuerte. De ser así, sí tomarían en cuenta a los principios y en base al segundo enfoque. Dworkin nos plantea que debemos preguntarnos si los principios que citan los jueces en casos como el de Riggs o el de Henningsen vinculan sus decisiones  o que determinan resultados. Ante ellos los positivistas replicaron que los principios no pueden ser vinculantes lo cual sería un error ya que cuando decimos que una norma es obligatoria para un juez, eso no significa otra cosa, sino que debería seguirla si viene al caso, y que, si no lo hace, habrá cometido por ello un error. 
La cuestión seguirá siendo por qué ese tipo de obligación es diferente de la obligación que imponen las normas a los jueces, y por qué nos autoriza a decir que los principios y directrices no son parte del derecho, sino normas extrajurídicas que los tribunales usan. Asimismo, un positivista podría argumentar aun cuando los principios puedan ser considerados obligatorios (para el juez) no pueden determinar resultados; pues en efecto, dice el autor, solo las normas imponen resultados, lo que significa que los principios no son normas. Los principios operan de manera distinta, orientan una decisión en un sentido, aunque no en forma concluyente sobreviven intactos aun cuando no prevalezcan. Un positivista podría afirmar que los principios no pueden considerarse como derecho porque su naturaleza y peso son discutibles. Pero podemos defender un principio apelando a una amalgama de prácticas y de otros principios en la cual cuentan las implicaciones de la historia legislativa y judicial. Claro que si los positivistas en otras de su doctrinas , de ello se sigue que los principios no tienen fuerza de ley porque no pueden ser evaluados por la regla de reconocimiento que propone Hart, Dworkin dice que los positivistas deben encontrar otra razón para demostrar que los principios no tienen fuerza de ley como al parecer los principios desempeñan un papel en las discusiones referentes a la obligación jurídica, un modelo que tenga en cuenta el papel de los principios en el derecho tendrá alguna ventaja inicial sobre otro que lo excluya, y no corresponde que este último sea alegado en su propia defensa.
Ahora bien, nuestro autor ante tales argumentos plantea lo siguiente, él nos dice que, si los tribunales pueden modificar las normas establecidas, entonces tales normas no serían obligatorias para ellos, y por tanto no serían derecho según el modelo positivista. Por consiguiente, el positivista debe argumentar que hay estándares que sí son obligatorios para los jueces, que determinan cuando un juez puede anular o alterar una norma establecida, y cuándo no. De ser así, cuándo se le permite, entonces a un juez que cambien una norma jurídica existente. Los principios figuran de dos maneras en las respuestas. Que el juez considere que el cambio favorece a un principio; pero cualquier principio no sirve para justificar un cambio, porque entonces ninguna norma estaría jamás a salvo. Luego cualquier juez que se proponga a cambiar la doctrina debe tener en cuenta algunos estándares importantes que desaconsejan apartarse de la doctrina establecida, y que son también, en su mayoría, precios. Asimismo, los jueces no son libres de elegir y escoger entre los principios y las directrices políticas que constituyan estas doctrinas; si lo fueran, tampoco podría decirse que ninguna norma fuese obligatoria. Consideremos, por lo tanto, qué quiere decir quien afirma que una norma determinada es obligatoria. puede referirse a que una norma cuenta con el apoyo afirmativo de principios que el tribunal no es libre de ignorar y que colectivamente tiene más peso que otros principios que abogan por el cambio.

Ahora, el problema resulta que, si la teoría de la discreción judicial es trivial porque se usa en término de discreción en sentido débil, o bien carece el fundamento porque los diversos argumentos que podemos aportar en su apoyo son insuficientes, de ser así, nuestro autor se plantea la cuestión de por qué lo han adoptado tantos juristas. El autor señala que parte de la explicación radica en la natural tendencia del jurista a asociar derecho y normas, y a pensar en el derecho como una colección o sistema de normas. En ese sentido, cuando los positivistas se ocupan efectivamente de los principios y las directrices, los tratan como si fueran normas manqueés, estándares que intentaron ser normas. Asimismo, concluyen los positivistas que estos principios y directrices no son normas válidas de un derecho superior al ordinario, lo cual es verdad dice Dworkin, porque en modo alguno son normas. Concluyen también que hay estándares extrajurídicos que cada juez escoge de acuerdo con sus propias luces en el ejercicio de su discreción, lo cual es falso.

LA REGLA DE RECONOCIMIENTO APLICADA A LOS PRINCIPIOS 
Hart sugiere una prueba para identificar las normas válidas de derecho, Dworkin trabajo con ello para ver si también se aplica a los principios. De acuerdo con Hart, la mayoría de las normas de derecho son válida porque alguna institución competente las promulgó, este tipo de certificación no sirve para lo principios de los casos Riggs y Henningsen que se basan en sentido de conveniencia u oportunidad que tanto en el foro como en la sociedad, se desarrolla con el tiempo. Para abogar por un principio, dice Dworkin, hemos de luchar a brazo partido con todo un conjunto de estándares, que evolucionan e interactúan. Los principios no convergen si no coexisten.
Hart dice que una regla maestra podría designar como derecho no sólo las normas promulgadas por determinadas instituciones jurídicas, sino también las establecidas por la costumbre, dice que la regla maestra podría estipular que alguna costumbre es considerada como derecho incluso antes de que los tribunales solo lo reconozcan. Dworkin señala que la forma en que trata el problema de la costumbre equivale a la confesión de que hay por lo menos algunas reglas de derecho que no son obligatorias porque son válidas bajo normas establecidas por una regla maestra, sino que lo son porque la comunidad los acepta.
No podemos adaptar la versión de Hart modificando su regla de reconocimiento para que abarque los principios. Sin embargo, debemos considerar una posibilidad más. Si ninguna regla de reconocimiento puede proporcionar un criterio para la identificación de principios, ¿por qué no decir que los principios son decisivos y que ellos forman la regla de reconcomiendo de nuestro derecho? Ante ello, el autor, precisa que los principios son discutibles, su peso es importante, son innumerables, y varían y cambian con tal rapidez.
El autor concluye diciendo que, si tratamos los principios como derecho, debemos rechazar el primer dogma de los positivistas y la segunda, en cuanto la discreción judicial. Respecto al tercer dogma, se plantea la posibilidad de que una obligación jurídica puede ser impuesta tanto por una constelación de principios como por una norma establecida.

El Derecho como integridad
Para Dworkin la integridad que propone es de carácter interpretativo como expresión de un esquema coherente de principios de justicia, equidad y proceso. Afirma que al derecho se le considere lo más coherente posible desde un punto de vista legal y moral. La integridad presupone la existencia de principios y coherencia.
Siempre hay lucha de ideales como la justicia contra la equidad y en algunos casos es conveniente sacrificar estos dos y dar paso a la integridad ya que hace más eficiente al Derecho.

Dworkin también afirmaba que la integridad le pide al ciudadano al decidir cómo debe tratar a su vecino cuando sus intereses entran en conflicto para que interprete el esquema común de justicia y tolerancia. 
La integridad para Dworkin  permite al ciudadano una actitud activa frente al derecho. 
Dworkin sostiene que la coherencia se ve influencia del pasado, conforme a la cual son verdaderos derechos y responsabilidades de los ciudadanos, no sólo los explícitamente contenidos en tales decisiones, sino también los que se siguen de los principios de moralidad política que esas decisiones explícitas presuponen por vía de justificación.  
Para Dworkin el ideal de la integridad apunta a la implantación de una verdadera comunidad entre los ciudadanos. Afirmaba que para su teoría del «Derecho como integridad» la finalidad por la que el Derecho se justifica no consiste sólo, como para el convencionalismo, en garantizar la seguridad de las expectativas, sino, más allá, en asegurar a todos los ciudadanos un tipo de igualdad de trato que hace que la comunidad entre ellos sea más genuina.
La teoría de Dworkin del «Derecho como integridad», aunque reconoce el papel de las convenciones en el Derecho, sostiene que de forma general las normas jurídicas expresan convicciones político-morales; por eso los jueces están obligados a tomarlas en cuenta, como Derecho que deben aplicar, no sólo en su contenido explícito, sino también en su contenido implícito, interpretándose a partir de un esquema coherente de principios de justicia y equidad, aunque resulte discutible lo que tal contenido implícito requiere.
La integridad va a ser la base y fundamento de la aplicación e interpretación  del derecho e impone que toda decisión judicial ha de respetar los derechos políticos y morales, de manera que la respuesta judicial a los problemas de una comunidad sea coherente, justa e imparcial. 
sin embargo, Dworkin entiende que las prácticas políticas no siempre van a dar como resultado un contenido de la integridad que resulte coherente, y admite que este defecto existe, aunque no hay otra solución que no sea luchar por remediar las inconsistencias de principio que se vayan presentando. 
RELACIÓN ENTRE INTEGRIDAD E INTERPRETACIÓN
Los jueces toman una posición de evaluadores de los derechos y deberes, sobre la suposición de que todos fueron creados por un mismo autor. El derecho como integridad habla que las leyes son verdaderas si figuran o surgen como consecuencia de principios de justicia, equidad y debido proceso que proporcionan la mejor interpretación constructiva de la práctica legal de la comunidad; es meramente interpretativo. El convencionalismo, en cambio exige que los jueces estudien los informes oficiales y los registros parlamentarios para descubrir qué decisiones han tomado las instituciones convencionalmente reconocidas con poder legislativo. En el pragmatismo requiere que los jueces piensen en forma instrumental acerca de las mejores reglas para el futuro, ese ejercicio puede requerir la interpretación de algo que va más allá de lo material: un pragmático  
El Derecho como integridad es diferente: es a la vez el producto y la inspiración para la interpretación comprensiva de la práctica legal .El programa que ofrece a los jueces que deben decidir casos difíciles es esencialmente interpretativo: el derecho como integridad les pide que continúen interpretando el mismo material que reclama haber interpretado el mismo material que reclama que reclama haber interpretado bien por sí mismo
RELACIÓN ENTRE INTEGRIDAD E HISTORIA
La integridad requiere una coherencia de principio horizontal en lugar de vertical a lo largo de las normas legales que la comunidad pone en vigor ahora.
La ley no solo posee el contenido explícito preciso de estas decisiones, sino también el esquema de principios necesarias para justificarlas .La historia es importante ya que está justifica aquellos principios.
El objetivo de la integridad e historia es justificar lo que se hizo anteriormente a una ley, aquello que llegó a formular una para su vigencia actual.
LA CADENA DEL DERECHO
Vemos una serie de tradiciones en que los jueces, los ciudadanos, y los críticos literarios defienden al momento de poner en práctica una ley; percibimos que en su argumentación y defensa de la decisión del juez  se valora y se contribuye a las tradiciones en la que uno toma una posición. Es en  donde llamamos una novela en cadena.
Es aquí donde se escribe una novela en serie, cada novelista de la cadena interpreta los capítulos que a recibido para poder escribir uno nuevo, que luego agrega a lo que recibe la siguiente novelista; y así sucesivamente, la complejidad de esta tarea muestra la complejidad de decidir un caso difícil bajo el derecho como integridad .El objetivo es crear una sola novela que sea la mejor novela posible,
Si es un buen crítico tratara de hallar capas y corrientes de significado en lugar de un solo tema exhaustivo .Sin embargo se puede dar una estructura a cualquier interpretación, que adopte al distinguir dos dimensiones sobre las que debe ser probada.
La primera se denomina dimensión de concordancia, según la cual el juez debe tener una explicación para todo punto importante. Cuando no encuentra una interpretación que concuerde con el material que le han proporcionado, el juez debe abandonar el proyecto.
La segunda dimensión requiere que el juez elija cual entre las posibles interpretaciones se adapta al proyecto en desarrollo.
Las consideraciones formales y estructurales que dominan la primera dimensión figuran en la segunda, pues, incluso cuando no se descalifica ninguna de las dos interpretaciones para expresar demasiado poco, se puede mostrar el texto desde una mejor perspectiva porque se adopta a una mayor parte del texto o proporciona una integración más interesante de estilo y contenido.
Sin embargo, la integridad obliga a que un juez o cuerpo legislativo, no solamente considere las decisiones políticas del pasado al tomar sus decisiones, sino que en ciertos casos los jueces o legisladores pueden dejar de aplicar estas decisiones en orden de hacer efectivos los principios de la comunidad política

UNA OBJECIÓN ENGAÑOSA
Un novelista en cadena tiene varias dimensiones difíciles que tomar, y que puede expresarse que distintos novelistas en cadena tomen decisiones diferentes .No se sabe desde cuándo partir un novelista, sin embargo debe haber construido una novela en ejecución cuando una novela está establecida puede generar decir que no esté de acuerdo con las convicciones estéticas e interpretativas sobre las cuales se basaron. En el caso de los jueces, la aplicación del derecho en niveles concretos está justificada en la medida en que las decisiones están inspiradas en “un conjunto coherente de principios sobre justicia, equidad y debido  proceso”

DERECHO: LA CUESTIÓN DE LOS DAÑOS MORALES
En la integridad el juez actúa también como un actor. Sabe que otros jueces han decidido casos que, a pesar de no ser iguales al suyo, tratan sobre problemas parecidos; debe considerar sus decisiones como parte de una larga historia que debe interpretar y luego continuar.
La decisión del juez debe provenir de una interpretación que se adapte y justifique lo que a sucedido antes, hasta donde sea posible, pero tanto el derecho como en literatura, el juego entre adaptación y justificación es complejo. Utilizaremos a un juez imaginario para mostrar la compleja estructura de la interpretación  legal a quien llamaremos Hércules
SEIS INTERPRETACIONES
No podemos suponer que la posición desarrollada por Hércules es la que define el derecho como integridad.
 Hércules es un juez cuidadoso, un juez metódico .Comienza por seleccionar a varios candidatos para la mejor interpretación de los casos de precedentes aun antes de leerlos
Conforma la siguiente lista: 1) nadie tiene el derecho moral de recibir compensación salvo en caso de lesiones físicas; 2) las personas tienen el derecho legal a recibir compensación por daños morales sufridos en la escena de un accidente por la persona cuyo descuido causó el accidente, pero no tienen derecho a recibir compensación por daños morales sufridos después; 3) las personas deberían  recibir compensación por daños morales cuando la práctica de requerir compensación en sus circunstancias disminuiría los costos totales de accidentes o de lo contrario, enriquecería a la comunidad a largo plazo; 4) las personas tienen el derecho moral a recibir compensación por cualquier daño, moral o físico, que sea consecuencia directa de una conducta negligente ,sin importar que sea improbable o imprevisible que dicha conducta produzca ese daño;5)las personas tienen el derecho moral a recibir compensación por daños morales o físicos que son consecuencia de una conducta negligente, pero solo si ese daño era razonable previsible por la persona que actuó con negligencia ;6)las personas tienen el derecho moral a recibir compensación por daños razonablemente previsibles pero no en circunstancias donde reconocer dicho derecho impondría cargas financieras masivas y destructivas para las personas que han sido negligente por su falta moral.
Hércules toma una posición a partir de principios competitivos en lugar de contradictorios (esta lista presenta contradicciones). ¿Entonces, por qué Hércules elige esta lista?
Es por que Hércules sabe que en esta lista los principios captados han sido anteriormente discutidos por la literatura legal.  
Hércules comienza la verificación de cada interpretación de su lista preguntándose si un funcionario político políticos podría hacer dado los veredictos de los casos de precedente si ese funcionario hubiera estado haciendo cumplir en forma consciente y coherente los principios que conforman dicha interpretación .Por lo tanto ,descarta la interpretación 1) de inmediato. Hércules también descarta la interpretación 2) aunque por una razón diferente. Contrariamente a 1) ,2) se adapta a las decisiones anteriores; una persona que haya aceptado 2) como norma habría llegado a esas decisiones porque todos otorgaban la compensación por daños morales sufridos en la escena del accidente y ninguna, fuera de ella. Sin embargo. 2) fracasa, como interpretación del tipo requerido porque no establece ningún principio de justicia. Traza una línea que deja desconectada con cualquier consideración moral o política más general.
¿Y qué sucede con 3)? Podría  adaptarse a las descubrir a través de un análisis económico descrita en 3) y que deseara reducir los costos por accidentes de la comunidad, habría tomado esas mismas decisiones .Pero está lejos de ser obvio que 3) exprese cualquier principio de justicia o equidad. Supone que es deseable reducir los costos generales de los accidentes ¿Por qué? Hay dos explicaciones posibles .La primera insiste en que las personas tienen el derecho a recibir compensación cuando una regla que otorga la compensación produzca un mayor compensación cuando una regla que otorga la compensación produzca un mayor bienestar para la comunidad que una regla que niega. Esto tiene por lo menos forma de principio porque describe un derecho general que se supone todos debemos tener. La segunda explicación .bastante diferente, sugiere que a veces, incluso siempre, está en el interés general de la comunidad promover el bienestar general de esta manera, pero no supone que alguien tenga derecho a que ese bienestar social siempre se incremente .Por lo tanto establece una política que el gobierno podría o no poner en práctica en circunstancias particulares No es un principio de justicia y por lo tanto no puede figurar en una interpretación del tipo que ahora busca Hércules
La parte que no está clara en la práctica de Hércules, si este llega a la conclusión de que los casos sobre daños causados por accidente en su jurisdicción no contradicen plenamente ninguno de los dos principios, amplía su estudio e incluye los casos contractuales para ver cuál de estos principios o ninguno concuerda mejor con las decisiones de contratos.
La división del derecho es departamentos separados es una característica prominente de la práctica legal.
Las opiniones judiciales suelen comenzar por asignar el caso a tratar de algún departamento del derecho, y los precedentes y estatutos considerados provienen por lo general en forma exclusiva de dicho departamento. 
El Juez Hércules 
Para poder manejar este importante aporte de Dworkin, se establecerá la definición de dos conceptos en torno al cual girará esta parábola:
-Casos fáciles:   Es aquel litigio que puede ser resuelto ya que se subsume dentro de una regla que pertenece al sistema jurídico. Además puede denominarse como tarea fácil por la concurrencia de dicho caso y consiguientemente la costumbre jurídica que se ha establecido tras ello.
-Casos difíciles: Es aquel proceso que no puede subsumirse dentro de una regla perteneciente al sistema jurídico, y promulgada por un órgano competente.  Por ende la tarea difícil de lo que debe ser correcto aplicar la tiene el juez. Dworkin, propone dentro de estos casos dos tipos:

1.   Aquellos para los cuales no existe una ley o precedente judicial que los resuelva.

2. Aquellos que no pueden ser resueltos a la luz de una interpretación, reinterpretación o extensión de la ley o el precedente existente en el sistema.
Dworkin coincide con Hart en lo que se refiere a los casos difíciles, ya que ambos manifiestan que este tipo de casos pone en aprietos a los jueces ante la ineficiencia del poder de aplicación del sistema de reglas. Sin embargo, está totalmente en desacuerdo en que todo el sistema del Derecho se limite a las reglas, y que por lo tanto no haya otra solución que dejarlo a la discreción de los jueces. Por el contrario, planteará ante dicho casos difíciles la tesis de la única respuesta correcta
 que dará solución a dichos problemas; de manera que los jueces no deben olvidar el deber que tienen de encontrar los principios que inspira el ordenamiento jurídico y que les corresponde, porque es el derecho que tiene cada una de ellas, a las partes a ganar o perder el juicio.
Además critica que la discrecionalidad sea adjudicada meramente a las propias convicciones con la que cuentan los jueces, pues se omite que ellos tienen el deber de sentenciar acorde a las directrices políticas del Estado. A esto Dworkin denomina “Responsabilidad política”, ya que sus sentencias deben de justificar los objetivos políticos que plantea el gobierno nacional, como por ejemplo en el Perú, dichas decisiones deben reflejar a la democracia.
Ante la denuncia que hace en contra del positivismo hartiano, al cual acusa de ser mecanicista al pretender que todos los casos sean solucionados por el conjunto de reglas de lo contrario queda enteramente en manos de la discreción, esboza la tesis de la única respuesta correcta en la cual, ante la presencia de diversos casos que emanan de la realidad cambiante desafiando a la capacidad de abstracción y prevención de los legisladores, propone un análisis interpretativo de cada caso que merezca una solución correcta a cada una. Con una concepción objetivista, Dworkin manifiesta que los jueces tienen la obligación de descubrir los principios que se aplicarán con precisión y completa certeza ya que se encuentran establecidos con anterioridad además de que estos forman parte de las bases del ordenamiento jurídico.
Sin duda, “lo más acertado de la crítica que realiza Dworkin es denunciar un modelo de aplicación del derecho artificialmente simplificado, un modelo que no se corresponde con la complejidad de las tareas que llevan a cabo los operadores jurídicos que realizan esa función”
. 
El problema central con respecto a los casos difíciles es encontrar una respuesta a la siguiente pregunta: ¿De qué manera puede saber el juez qué es lo que exige la intención de la ley y qué los principios jurídicos?
Para intentar responder ello es que Dworkin construye esta figura ideal del Juez Hércules
 quien según Dworkin, está dotado de habilidad, erudición, paciencia y perspicacia sobrehumanas, también supone que es un juez de alguna jurisdicción de los Estados Unidos y acepta las principales normas constitutivas del Derecho.
 
Además, en lo que respecta a su erudición será capaz de conocer todas las fuentes de Derecho y contar con completa información histórica del mismo, por lo que a base de esto frente a cada caso que se le presente deberá traer a colación las leyes y los principios pertinentes que deberán ser razonablemente argumentados y justificados llevando a cabo de este modo la construcción de una teoría del Derecho. Es evidente que toda esta obra elaborada en tiempo límite puede ser solo producto de un ser mítico, ya que un juez común y corriente no podría realizar todo ello que hemos narrado. Sin embargo, Dworkin hace mediante esto un llamado a los funcionarios para que se enrumben en la maratónica tarea de que frente a un caso difícil, no solo se restrinjan a aplicar mecánicamente una ley sino que por el contrario sean capaces de obtener mediante el sistema jurídico los principios y las fuentes pertinentes a aplicar todo ello mediante la elaboración de una teoría argumentativa también pertinente.
Es menester tener en cuenta que justamente el título de uno de sus libros: Los derechos en serio, fue llamado por él así, debido a la gran importancia que le da a los derechos, y es que considera que una correcta interpretación de las leyes que conforman el sistema jurídico debe siempre realizarse garantizando los derechos establecidos en la Constitución. De hecho, cuando se presenta el tema de la discrecionalidad de los jueces donde este juez cuenta con una concepción escéptica del Derecho pues deja a su libre voluntad la determinación de un caso difícil es que se revela una gran amenaza a los derechos. Siguiendo el orden de estas ideas, a lo que Hart plantea con la discrecionalidad de los jueces es que luego de que evalúan el sistema jurídico y llegan hasta sus límites, al no encontrar una regla qué aplica, es que acuden a sus propias convicciones para resolver los casos; por el contrario el Juez Hércules de Dworkin acudirá primero a la teoría moral y política del Derecho, luego de hacer un análisis de las fuentes que disponga para a partir de allí establecer cuáles serán los principios con los que trabajará, y de esta manera Dworkin evita que el juez incurra en el ámbito legislativo. Sin duda, el esbozo de este método realizado a través de este mítico personaje se realiza en aras de la integración del Derecho, pues como ya se mencionó antes, para hallar la solución correcta a los casos se utilizan todas las fuentes que operan en él.
LOS ESTATUTOS
¿CÓMO RESOLVERÁ HÉRCULES EL CASO DE LA PERCA SNAIL DARTER?
Para comprender la forma en que un juez decide cuando hay una cuestión relacionada a un estatuto, usaremos como historia base lo siguiente.
Cierto día llega ante la corte de Hércules el caso de la Perca Snail Darter, en la que este deberá decidir si el Acta de las Especies en Peligro le otorga al secretario del interior el poder para detener un proyecto casi culminado por el hecho de salvar un pez pequeño y nada interesante según el punto de vista ecológico. Hércules usará las mismas técnicas de interpretación que utiliza para decidir casos de Derecho consuetudinario. Para él, el Congreso es un autor anterior en la cadena del derecho, mientras considera que su propio rol es ser creativo, pues es como una socio que debe mejorar y desarrollar lo que el plan estatutario comenzó. La opinión que este tenga de cómo debería interpretarse el estatuto, dependerá de lo que dijeron algunos congresales, pero también dependerá de la mejor respuesta a las preguntas políticas, tales como hasta dónde puede ser importante la opinión pública en estos casos o qué tan absurdo sería proteger a una especie menor arriesgando una pérdida de fondos tan grande por lo extenso del proyecto; para responder estas preguntas deberá basarse en su propio juicio.
El método de Hércules ignora el importante principio, firmemente asentado en nuestra práctica legal, de que los estatutos no deberían interpretarse según aquello que los jueces creen los haría mejor, sino según aquello que los legisladores que los adoptaron quisieron decir en realidad.
En la práctica legal norteamericana, los jueces se refieren constantemente a las diferentes declaraciones que realizan los congresales y otros legisladores, a lo que consideramos en conjunto la historia legislativa del acta. Pese a esto podemos tener una visión diferente, que es la propone Hércules, el cual considera las declaraciones sólo como actos políticos a los que su interpretación del estatuto debe adaptarse y explicar.
Dworkin denomina la perspectiva adoptada por los norteamericanos como el significado del orador, donde la legislación es considerada una ocasión o instancia de comunicación y que los jueces se guían de la historia legislativa cuando no comprenden un estatuto; es decir, para ellos una interpretación correcta debe ser una interpretación de conversación en lugar de una constructiva como propone Hércules.
Si una persona acepta el punto de vista del significado del orador, presentará sus conclusiones como declaraciones acerca de la intención del estatuto en sí, con una estructura muy particular en la que deberá hacerse las siguientes preguntas: ¿Qué personas históricas cuentan cómo legisladores? ¿Cómo se descubrirán sus intenciones? ¿Cuándo estas intenciones difieren unas de otras, cómo se combinarán en la intención institucional compuesta en general?
Pero la perspectiva de Hércules no necesitará toda esta estructura, pues comprende la idea de intención de un estatuto como el resultado de la integridad, asumiendo una actitud interpretativa. Tomando las declaraciones hechas por los legisladores como sucesos políticos importantes, mas no como evidencia de los estados mentales de los legisladores. 
Los métodos de Hércules proporcionan una mejor interpretación de la práctica judicial actual que la teoría del significado del orador. Pues las respuestas más razonables a las preguntas que la teoría del significado del orador plantea nos alejan de ella misma y nos acercan a una perspectiva distinta, que busca hacer cumplir las convicciones políticas más abstractas y generales a partir de las cuales actúan los legisladores en lugar de las expectativas u opiniones políticas más detalladas que tienen en mente al votar.
HERMES Y LA TEORÍA DEL SIGNIFICADO DEL ORADOR
Imaginemos un nuevo juez, Hermes, que acepta el derecho como integridad, aunque también la teoría de la legislación del significado del orador. Considera a la legislación una comunicación, cree que debe aplicar el estatuto una vez que descubra el deseo comunicativo del legislador.
Este es consciente de las dificultades que su teoría presenta, pero aun así asume una actitud práctica reconociendo que en algún momento podría no hallar la actitud mental detrás de la legislación y que debería afrontarlo.
Para empezar debe decidir quiénes son los autores de los estatutos, si estuvieron todos los legisladores de acuerdo, si las decisiones de los que participaban más en las declaraciones valían más de las que solo se quedaban callados por no estar de acuerdo o por haber sido coaccionados a no manifestarse al respecto, o porque sencillamente el votar a favor o en contra perjudicaría su reelección en el cargo. Cualquier perspectiva realista del proceso legislativo incluye la influencia de estos grupos; si estos contribuyeron en la formación del derecho estatutario
. ¿Tendrá Hermes un motivo para considerar unas opiniones por encima de otras?
 Además de este problema, surge la siguiente complicación, existen otras medidas para que un estatuto se apruebe y una de ellas consiste en que los legisladores no la revocaron o enmendaron en su debido momento por diversos motivos, ahora ¿podrá Hermes ignorar también estas intenciones de reprobar un estatuto que quedaron frustradas por motivos personales o políticos? 
Dado que la teoría del significado del orador no decide en sí cuáles son las intenciones que cuentan, sería petulante que Hermes optara por alguna respuesta del primer o segundo grupo. Podría elegir una descripción más limitada sobre cuáles son las intenciones que cuentan, no porque crea más justo un proceso legislativo que ignore la presión del público o sea insensible al cambio, sino porque una descripción más amplia haría que la idea de la intención legislativa fuera demasiado vaga o amorfa como para ser de utilidad en la aclaración de la legislación ambigua
. 
La teoría del significado del orador requiere que Hermes combine distintas opiniones en alguna intención grupal mixta. Puede utilizar un enfoque de intención de la mayoría, donde la intención institucional sea aquella del grupo, o un esquema de intención por mayoría o incluso un enfoque de intención representativa que supone un promedio mítico o legislador representativo, y para decidir cómo debe constituirse dicho legislador debe usar, una vez más, su propio juicio político. 
Imaginemos que el problema de combinar intenciones se resuelve así: Hermes sabe de alguna manera que cada uno de los miembros de la mayoría que votó a favor del Acta de las especies en Peligro tenía exactamente las mismas opiniones, de modo que si descubre las intenciones de uno de ellos (por ejemplo, el senador Smith) ha descubierto las intenciones de todos
. Pero la vida de un senador en compleja, cómo saber cuál de sus creencias, actitudes o demás constituyen su intención. Pese a esto la teoría del legislador une la intención al cuadro de los legisladores que buscan comunicar una cosa en particular. 
Si hablamos del legislador ordinario, sabemos que no se encuentra en la misma posición que un orador ordinario, pues este último puede elegir sus palabras a expresar de la forma en que quiere ser entendido. Aunque hay ocasiones en las que lo hace coaccionado o por un bien a sí mismo, y es ahí cuando encontramos la similitud con los legisladores. Por ejemplo, un congresista que haya votado a favor del Acta de las Especies en peligro puede haber lamentado que esta no incluyera una cláusula que especificaba que el secretario no podría interrumpir proyectos costosos una vez comenzados, a pesar de no haber tenido el poder o el tiempo de hacer que se incluyera dicha cláusula
. 
De modo que una teoría de intención legislativa construida sobre predicciones (esperanzas o expectativas) parece garantizar que una mayoría de legisladores habrá consentido en aprobar el estatuto como fue sancionado. Los legisladores solo pueden predecir la forma en que los jueces interpretan sus estatutos si creen que los jueces utilizarán un método distinto al de ellos. 
Notamos como Hermes entra en conflicto, pues no puede hallar aquellos estados mentales de los legisladores, no puede decidirse por uno de ellos cuando son tan diversos, no hay forma en que pueda elegir uno sobre otro. Por este motivo su teoría cae en crisis y como solución al dilema propone que la teoría del significado del orador para la interpretación de estatutos requiere que se considere las convicciones del legislador (en el ejemplo mencionado, las convicciones del senador Smith), es decir, sus creencias acerca de aquello que requiere justicia o una política firme.
Esta nueva propuesta de Hermes considera la intención de Smith al votar a favor del Acta de las Especies en Peligro como la consecuencia de sus convicciones que justificaría el voto, si es que alguna lo haría. Incluso si Smith jamás hubiese pensado en el caso del Snail Darter, no habría problema, no tendría que especular, pues este debió haber actuado según sus convicciones en un caso similar a este. Por ejemplo, justificando que, por más que las especies sean importantes, se perjudicaría más el pueblo al paralizar una obra tan grande como una represa, por salvar un pequeño pez casi sin valor ecológico. 
Hermes prefería la interpretación de las convicciones a las otras porque esta se adapta mejor a los objetivos de una comunidad de principio. Ahora cree que deben de interpretarse los estatutos como promoviendo los objetivos de una comunidad de principio, es decir, que deberían interpretarse como la expresión de un esquema coherente de convicción dominante dentro de la legislatura que los sancionó
.
Descubre que puede entrenar su imaginación interpretativa, no en los antecedentes legislativos de cada legislador sino en los antecedentes de la legislatura en sí, tratando de identificar qué sistema coherente de convicciones políticas justifica lo hecho por la legislatura. 
Hermes no necesita una función combinatoria de las convicciones de los legisladores individuales porque desde el comienzo interpreta los antecedentes de la institución y no sus antecedentes uno por uno
. 
En este punto podemos dejar a Hermes, pues se ha convertido en una copia del método herculiano.
EL MÉTODO DE HÉRCULES
Después de todo lo expuesto, notamos que Hércules debe aplicar sus convicciones también al interpretar una ley, y volviendo al caso Snail Darter, sabemos que este tiene opiniones formadas sobre la conservación general, el poder público, entre otros, en resumen, sobre si sería mejor tomando todo en cuenta, detener la construcción de la represa AVT. 
Su descripción debe justificar toda la historia y no solo su conclusión, es decir, su interpretación debe ser sensible no solo a sus convicciones acerca de la justicia y de una política de conservación inteligente, sino también a sus convicciones sobre los ideales de la integridad y la equidad política.
La integridad y la equidad restringirán la justicia y la sabiduría en distintas formas. La integridad le exige que construya una justificación para cada estatuto, justificaciones de política y de principio. Es por este motivo que Hércules opina que ninguna política razonable permitiría el despilfarro de dinero en un proyecto truncado por salvar una especie menor. 
La equidad exige que Hércules respete las opiniones de la gente, pues no es mayor una opinión suya o del Congreso, en base a eso debe decidir qué sería lo más razonable, incluso si la oposición fuese muy grande, pero él bajo sus convicciones considerara lo mejor y más lógico en ese caso.
Si Hércules estuviese de acuerdo con aceptar un postulado sin cuestionarlo, llegaría a la conclusión de que una historia legislativa que supone el Congreso ha permitido un paternalismo injustificado sería peor que una historia donde se respetará la elección de la gente, a pesar de que Hércules considere esta incorrecta
.
No será difícil notar como Hércules decidirá de manera similar a la Corte, opinando que sería mejor sacrificar a los peces por la represa. Pues piensa que interpretar el estatuto de forma tal que se salve la represa lo haría mejor desde el punto de vista de una política razonable. No hay pues problemas de integridad textual que mengüen la interpretación, pues consideró convicciones del legislador políticas, morales, y sus propias convicciones, del mismo modo que tomó en cuenta los principios que rigen la comunidad; menos hubo problemas de equidad, pues la mayoría en el pueblo consideraba que por salvar a una especie menor no debería perjudicar en demasía los fondos públicos que habían sido invertidos en la construcción de la represa. 
 LA CONSTITUCIÓN
Existe el debate sobre cómo los jueces deben decidir sus casos. Cuando hallamos un caso de tipo constitucional, la corte suprema se ve enfrentada en una constante de debates poniendo bien en claro y delimitando los poderes que la constitución atribuye a diversas instituciones estatales.
En realidad la constitución no tiene función delimitadora ni es más débil que otras instituciones  sino cómo debe ejercer su vasto poder.
LIBERALES Y CONSERVADORES
Según en el debate público que de por cierto es lamentable, se refiere a que los jueces conservadores obedecen la constitución mientras que los liberales tratan de reformar según sus convicciones personales. Los jueces denominados liberales y aquellos llamados conservadores  están de acuerdo en cuáles son las palabras que conforman la constitución como si se tratara de un texto pre interpretativo. Resulta inútil e injusto clasificar a los jueces según el grado de fidelidad a su juramento.
Tampoco es claro que la distinción popular entre jueces conservadores y liberales sea una distinción útil. El derecho como integridad proporciona una clasificación un tanto más precisa a través de su distinción analítica entre las dimensiones de la interpretación.
Para poder distinguir entre jueces liberales/conservadores dividiremos en cuatro casilleros. Un juez será considerado conservador en la primera dimensión si sus convicciones sobre la concordancia son estrictas: si, por ejemplo, requiere que cualquier interpretación de la doctrina constitucional de la doctrina constitucional esté de acuerdo con las convicciones concretas de los autores de la constitución o, de los magistrados anteriores de la corte suprema. Será considerado liberal en la primera dimensión si sus opiniones concordancia son más relajadas. Podría tratarse una distinción paralela a la dimensión sustantiva. Un juez será considerado conservador si las convicciones políticas que expresa al hacer una elección entre las interpretaciones aceptable sobre una base en concordancia son aquellas que asociamos con el conservadurismo político: si favorece una filosofía retributiva del castigo, por ejemplo, o vadurismo político: si favorece una filosofía retributiva de castigo, por ejemplo, o la libre empresa en el campo económico. Será considerado liberal en esta dimensión si sus convicciones políticas son aquellas  que suelen tener los liberales. 
TEORÍA DE IGUALDAD RACIAL
Los derechos individuales constitucionales imparten que todos seamos partícipes de la igualdad ante la ley; es aquí donde Hércules resalta esa idea igualitaria abstracta
Hace un análisis de distintas concepciones sobre esta idea obteniendo respuestas diferentes. Hércules plantea ahora una pregunta olvidad y de fundamental importancia para la teoría constitucional. ¿Hasta qué punto la constitución limita la libertad del Congreso y de los distintos Estados para tomar sus propias decisiones sobre cuestiones de política y de principio? ¿La Constitución, correctamente interpretada, establece una concepción de igualdad en particular que cada Estado debe seguir en sus juicios políticos colectivos, en su esquema general de distribución y reglamentación de la propiedad, por ejemplo? ¿Si no fue así, estipula en nombre de la igualdad, algunos derechos individuales que cada Estado debe respetar, como triunfos sobre sus decisiones políticas colectivas, sea cual fuere la concepción de igualdad que el estado haya elegido?

Hércules responde en primer lugar de forma negativa. La constitución no exige a las otras instituciones que siga una concepción de igualdad utilitaria, la constitución insiste en que cada órgano respete el principio igualitario de que las personas deben ser tratadas como iguales.
La constitución otorga mandato sobre un derecho individual para que no sea víctima de una discriminación racial oficial impuesta por el estado

Hércules elabora descripciones de un derecho contra la discriminación racial.
1) Clasificaciones  sospechosas: solo existe un derecho general (igualdad). Las minorías históricamente siempre fueron maltratadas; se hace una clasificación donde a estos grupos  se les da una mayor consideración.
2)      Categorías prohibidas: la segunda teoría en la lista de Hércules insiste en que la constitución reconoce un derecho bien definido en contra de la discriminación como un triunfo sobre la concepción de cualquier estado acerca de interes general
 en realidad esto no cubre una distinción tal cual.
3)      Fuentes prohibidas: una comunidad comprometida con esta concepción  pensara que ciertas decisiones políticas son válidas sólo porque las preferencias y elecciones están distribuidas en una forma en particular : el hecho de que la mayoría de la gente quiera estadios deportivos en lugar de teatros líricos, o que aquello que quieren el estadio lo quieren mucho más, justificaran esa elección, sin ninguna suposición de que aquellos que lo prefieren son más valiosos o sus preferencias son más admirables
.
EL CASO BROW
Comienza por rechazar a la primera ya que esta niega la existencia de cualquier derecho especial y coloca a todo bajo la misma escala. Si embargo, puede apoyarse ya sea sobre la base de las fuentes prohibidas, de que algunas preferencias deben ser pasadas por alto en cualquier cálculo aceptable de lo que mejora en su conjunto a la Constitución, o sobre la base de las categorías prohibidas, de que algunas propiedades incluyendo la raza, nunca deben ser la base de una distinción legal
.
Hércules está listo para falla a favor de los demandantes. La segregación racial impuesta por el estado en la educación es inconstitucional. La vieja historia legislativa ya no es un acto de la nación personificada declarando algún propósito público contemporáneo
.
Las escuelas públicas con segregación racial no tratan a los estudiantes negros como iguales.
Ahora bien ¿debe Hércules votar por la prohibición de escuelas  segregadas? O ¿debe votar por un proceso de cambio más gradual?
Como bien sabemos un cambio de la noche a la mañana causaría un terrible caos.
Diferenciemos una decisión política de una decisión jurídica; Hércules tiene como decisión desarrollar una teoría general de ejecución que se adopte y justifique el poder que la institución que le otorgue, y esto significa una teoría una teoría que no contradiga a través del procedimiento aquello que el documento exige en sustancia
.
Las cortes desarrollaron una jurisprudencia definida de integración racial que no fue ni demasiado exitosa ni demasiado coherente pero que, sin embargo, resultó un gran crédito para el derecho.
Llego a tal punto que los jueces cumplían una labor que difiere al suyo y por consiguiente tenían mayor responsabilidad.
La tesis de Hércules es por lo menos razonable: los jueces tienen el deber de hacer cumplir los derechos constitucionales hasta el punto donde la ejecución deja de ser provechosa para aquellos derechos se supone  debe proteger, y esta tesis proporciona una interpretación aceptable y atractiva de la práctica constitucional del pasado
.
EL CASO BAKKE
El caso Brow trajo como consecuencia una serie de guerras raciales en los años 60 que agitaron la conciencia de la educación y la empresa norteamericana. Se crearon programas la cual tenía como objetivo mejorar el lugar y la cantidad de negros y otra minoría en el trabajo, el comercio y las profesiones.
La escuela de Medicina de la Universidad de California en Davis, utilizaban un filtro para juzgar a sus aspirantes se separaba un cupo para los aspirantes de una minoría (negros) cuyo rendimiento y calificación está muy por debajo de los blancos rechazados. Unos de estos últimos era Alan Bakke, en el litigio que presento se reconocía que había sido aceptado si fuera negro
Según la teoría de las fuentes negativas no podemos declararlo inconstitucional ya que la Universidad de California desarrolló el filtro destinado a ayudar a las víctimas históricas de prejuicio; a pesar que esta teoría  se adopta a un lenguaje utilizado  mejor en estas decisiones. La teoría de la categoría prohibida es demasiado arbitraria como para ser considerado bajo el derecho como integridad.
 La jurisprudencia
   Un abogado se enfrenta ante problemas que no son necesariamente de orden técnico que pueden ser resueltos con argumentos, pruebas y porque hay un acuerdo general de cómo proceder; sin embargo existen problemas como los éticos (saber si una norma es justo o no) y conceptuales (si se aplican principios o se está sentando precedentes en un caso particular) donde los abogados difieren en la solución. Estos problemas resultan fastidiosos para muchos de ellos porque no se avenían a las técnicas jurídicas.
Los especialistas sostienen que estos problemas son de Jurisprudencia y dudan de la importancia de resolverlos. Asimismo, la enseñanza de la Jurisprudencia se difiere por los métodos utilizados por cada facultad de Derecho.
Por otro lado, los juristas desde un enfoque profesional proponían solucionar solo el aspecto del problema que se podía solucionar con las técnicas jurídicas dejando de lado el resto empleando para ello las tres habilidades que un abogado debe tener: 1-Extraer de fuentes oficiales la doctrina jurídica; 2-Resumir los hechos esenciales; 3-Pensar en términos tácticos.
Dworkin menciona que esto no fue más que una ilusión de progreso y que dejaba intacto el problema inicial.

DESARROLLO DE LA JURISPRUDENCIA
En Inglaterra a mediados del siglo XX se enfocó principalmente en la jurisprudencia analítica que consistía en la elaboración del significado de ciertos términos jurídicos sin dilucidar el significado en términos ordinarios.
Los abogados discuten sobre esto conceptos no porque no entiendan su sentido jurídico ni ordinario ya que este es el que utilizan en sus casos o para justificar, criticar la ley; sino porque no tiene claro si los hechos jurídicos se contradicen con principios como creer que moralmente está mal castigar a alguien por algo que no es culpa de él, y quiere saber si el derecho vulnera este principio. Estas cuestiones exigen un análisis del concepto moral que es precisamente el que ha dejado de lado el enfoque doctrinario de la jurisprudencia inglesa.
Por su parte, la jurisprudencia norteamericana se plantea la pregunta acerca de cómo resuelven los tribunales los casos difíciles y es que los tribunales desempeñan un papel muy importante, además que su constitución dio carácter jurídico a problemas que en Inglaterra eran políticos como el de la legislación de salarios mínimos; por lo tanto, resultó de urgencia para los abogados describir y de ser posible justificar el proceder de los tribunales y más aún si se observa que se estaba practicando a lo que posteriormente el autor destaca cómo discreción en lugar de aplicar el derecho antiguo (teoría jurídico ortodoxa).

REALISMO JURÍDICO
Este movimiento intelectual surge a partir de los informes escépticos sobre el proceso judicial que desarrollaron autores como Jhon Chipman Gray y Oliwer Wendell Holmes. En esos informes desenmascararon la doctrina ortodoxa o teoría tradicional.
El realismo jurídico planteaba que los jueces deciden los casos de acuerdo con sus propios gustos políticos o morales y después como racionalización, escogen una regla jurídica apropiada. En su lugar proponían un enfoque científico.
Este poderoso movimiento influenció a la jurisprudencia norteamericana al punto de evitar los textos ingleses de los enfoques doctrinarios. Para ello dio cabido solo a dos habilidades profesionales, las que capacitan a los abogados para el ordenamiento de hechos que posteriormente se convirtió en la jurisprudencia sociológica y para el diseño de tácticas conducentes al cambio social que fue base para los instrumentalistas. Pero esta acentuación del hecho y la estrategia terminaron por falsear los problemas de la jurisprudencia eliminando los problemas morales de principio que constituyen su núcleo. Sin embargo, se debe considerar más detalladamente el problema central que discuten los sociólogos y los instrumentalistas como el de si los jueces siguen las normas en los casos difíciles o establecen algunas veces normas nuevas y las aplican retroactivamente o si aplican normas, aunque sean de calidad más general y abstracta y si de ser así de dónde surgen y qué es lo que les confiere validez.

APLICACIÓN DE ESTÁNDARES NORMATIVOS
Los abogados desean saber hasta qué punto la justificación del poder judicial aplicable a los casos fáciles, en los que se aplica estándares ya establecidos, se extiende a los difíciles y; por lo tanto, qué justificación suplementaria necesitan estos.

Asimismo, los críticos sostienen el principio de que una decisión judicial es más justa si representa la aplicación de estándares establecidos más bien que la imposición de nuevos, pero no tienen claro qué lo que se considera aplicación de estándares normativos establecidos, y expresan esta incertidumbre al preguntar si los jueces siguen realmente estándares. Por ello la jurisprudencia debe responder a esta preocupación indagando cuál es la naturaleza del alegato moral, intentando esclarecer el principio de justicia que tienen presente los críticos para ver si, la práctica judicial cumple este principio.
Los juristas, señala el autor, no necesitan pruebas para demostrar que los jueces discrepan y con frecuencia sus decisiones reflejan sus antecedentes y su temperamento. Lo que le intriga es si eso significa que los jueces difieren sobre la naturaleza y los principios jurídicos fundamentales, o si demuestra que no hay tales principios, Si significa lo primero, ello significa que los jueces intentan seguir la normas, tal como ellos las ven y que la gente aún puede estar de acuerdo con la ley.
El enfoque sociológico al dar a la cuestión un nuevo marco, eliminó aquellos aspectos que se refieren a todos estos problemas. También la rama post-realismo dio un nuevo marco a la cuestión, aunque de manera diferente.
Henry, Hart y Sachs sugerían cuestiones conceptuales referentes a las normas se podían soslayar planteando en esta forma el problema: ¿De qué manera han de tomar sus decisiones los jueces para mejor favorecer los objetivos del proceso jurídico? Pero su esperanza de que así se evitaran el galimatías con las normas era vana; porque resultó imposible enunciar los objetivos del proceso jurídico, sin que un estadio posterior aparecieras en esos mismos problemas.

Así pues, las diversas ramas del enfoque profesional de la jurisprudencia fracasaron por la misma razón básica: ignoraron el hecho crucial de que los problemas de jurisprudencia son, en lo más profundo, problemas de principios morales, no de hechos legales ni estrategias.
El autor propone que si la jurisprudencia ha de tener éxito debe poner al descubierto estos problemas y encararlos como problemas de la teoría moral.

Críticas a Dworkin
Dworkin asume las tesis del common law de Dicey, Hayek y Fulller. El primer autor plantea que en el sistema jurídico británico de su época (S.XIX) se caracteriza por el gobierno de una constitución no escrita cuyos principios fundamentales son la soberanía del parlamento y el imperio de la ley. Dentro de éste destaca un principio superpuesto llamado “Principio de legalidad”. Con esta posición afirma su rechazo a la discrecionalidad del juez porque de lo contrario se tendrá que aceptar que ellos ejerzan un poder arbitrario. El segundo autor define a “El Imperio de la Ley”, en el prefacio de 1956 de su obra The Road of Serfdom, como “despojado de todo tecnicismo, [el imperio de la ley] significa que el gobierno está sujeto, en todas sus acciones, a reglas previamente fijadas y anunciadas- reglas que permiten a los individuos prever con razonable certeza cómo usará la autoridad sus poderes coercitivos en una circunstancia dada, así como planear sus asuntos personales a partir de este conocimiento-”
. Para dicho autor, el imperio de la ley permite a los individuos realizar actividades que la ley no prohíbe. Dichas  normas deben poseer un carácter general porque serán aplicadas a todos los individuos. Otra característica de dichas normas es la certeza, es decir, la seguridad de que reglas deben seguir los ciudadanos; finalmente, estas deben ser predecibles para que constituyan un aspecto necesario de la libertad de acción. Estas tres características garantizan la “libertad bajo la ley” que Hayek define así: “cuando obedecemos leyes, el sentido de reglas generales abstractas establecidas con independencia de su aplicación a nosotros, no estamos sujetos a la voluntad y, por tanto, somos libres”. 

Con esto “Hallek condena el positivismo por cuanto que no reconoce el ideal del imperio de la ley como una parte integrante del concepto de derecho”.
 Además, para Hallek y Rawls el Imperio de la ley es el imperio de reglas jurídicas. Estos autores poseen una visión formal del Imperio de la ley, aunque consideran a la libertad como un “valor sustantivo” para alcanzar una sociedad más justa, sin embargo, esta concepción formalista no es necesariamente una concepción instrumental sobre el imperio de la ley. Finalmente Lon. L. Fuller, al igual que Hayek, critica el énfasis típicamente positivista. Para él se debe defender una democracia en donde se busque la justicia. Es así, que establece que las normas deben ser generales, consistentes, realizables, estables, congruentes; con estos principios, Fuller, afirma que son esenciales para la existencia del derecho con lo cual establece una conexión entre sus principios de legalidad y la justicia. De esta manera se demuestra que dicho autor rechaza la teoría positivista de separar el derecho de la justicia, sin embargo, su teoría del Imperio de la ley no vincula a ésta con el Imperio del derecho justo.
Mencionando algunas tesis de los autores que luego asume Dworkin. Así, este se diferencia de sus predecesores porque es un liberal igualitario, donde todos los jueces y ciudadanos en base a un esquema de justicia que preside la constitución norteamericana pueden juzgar si el contenido de sus leyes son justas o no. Según esto “El Imperio  de la Ley” se vincula con el imperio del derecho justo. Dicho autor denomina “concepción- libro de reglas” a todas las teorías formales del Imperio de la ley, ya que dicha concepción solo establece la posibilidad de que el gobierno ejerza su poder con las leyes establecidas previamente.
Frente a esta concepción plantea la “concepción- derechos”, que es definida como “supone que los ciudadanos tienen derechos y deberes morales unos con respecto a otros, así como derechos políticos con respecto al estado en su conjunto. Dicha concepción insiste en que estos derechos morales y políticos han de ser reconocidos en el derecho positivo, de modo que se hagan respetar, hasta donde sea posible, a petición de los ciudadanos individuales por medio de tribunales u otras instituciones judiciales al uso. Según esta concepción, el imperio de la ley equivale al imperio de una concepción pública apropiada de los derechos individuales”
. Además, Dworkin establece, exige como parte ideal, que el derecho positivo defienda los derechos morales del individuo. Ya que, éstos existen así no fueran reconocidos en la constitución o en las leyes. Por otro lado, cuando una norma no regula el caso explícitamente, entonces es responsabilidad del juez para que decida a favor de quien “cuadre mejor con el trasfondo de derechos morales de las partes”.
El debate Hart- Dworkin comienza cuando el primer autor asume la tesis de separar prescriptivamente el derecho de la moral, sin embargo, el segundo autor asume una postura interpretativa del derecho; ya que, para él, las normas del derecho serán acatadas por todos con mayor exigencia cuando una condición moral sea intrínseca a la realidad jurídica. Con esta tesis, Dworkin pretende otorgar un fundamento sólido a la “pretensión moral de obediencia del Derecho”.
Para la teoría positivista, en cambio, la relación entre normas y la obligación moral de cumplirlas es contingente, es decir, puede ocurrir que sean cumplidas o que no. Además, dicha teoría defiende la independencia del “ser” y “deber ser” del Derecho porque, según Hart, los operadores jurídicos poseen una regla de reconocimiento que logre demostrar el derecho válido de una comunidad determinada. En contra de esta posición, Dworkin, defiende la concepción interpretativa del derecho. En esta concepción, el derecho se encuentra vinculado a juicios morales y argumentaciones racionales.
Para el positivismo y anti positivismo dicho debate gira en torno a la fuerza normativa del derecho, es decir, si la fuerza coactiva procede de una autoridad política o si proviene de principios de justicia. La primera tesis es defendida por los positivistas- demócratas y la segunda tesis lo defienden los anti positivistas- liberales. El primer crítico que mencionaremos es Shapiro, para él dicho debate gira en torno a las diferentes concepciones de la naturaleza del derecho y no en base a si el derecho contiene o no principios además de reglas; ya que, según Shapiro, Hart nunca sostuvo el modelo de sus reglas. Tampoco sería correcto establecer que dicho debate gira en torno a la discrecionalidad del juez. Es así, que Dworkin, según Shapiro, establece que los positivistas no pueden explicar las discrepancias que hay en elegir el método para interpretar. Esta crítica es asumida por Shapiro, pero menciona que las directivas promulgadas por la autoridad política son independientes con respecto a la justificación moral de obediencia a las normas.
Bajo la concepción de Shapiro, Dworkin menciona que la integridad de la justicia es un criterio interno de la realidad jurídica misma. Este criterio, al formar parte del sistema, ayuda a garantizar el cumplimiento moral de obedecer las normas y principios de un sistema jurídico.
Además, se menciona que los seguidores de Hart respondieron de dos maneras a las críticas de Dworkin hay dos clases de positivistas unos excluyentes y otros incluyentes. El primero establece que la legalidad se debe identificar con su origen social, implementando ambos, sin recurrir al razonamiento moral. Posteriormente a esto otorga una segunda respuesta, ya que reconocen que los jueces a veces están obligados a aplicar estándares extrajurídicos. El segundo establece que el positivismo jurídico no prohíbe criterios morales de legalidad porque en los casos difíciles lo que se discute, según Coleman, es sobre qué principios pueden ser considerados como principios morales.
Dworkin responde a esto diciendo que el positivismo no puede explicar la mejor manera de interpretar el derecho y para esto define la interpretación como “aquella que concibe la práctica jurídica como una práctica argumentativa y la argumentación jurídica como un ejercicio de interpretación constructiva”
. En la interpretación, Dworkin diferencia tres momentos. Un primer momento es la etapa pre interpretativa, donde se recogen reglas, estándares y descripciones de comportamientos. Un segundo momento es la etapa interpretativa, donde los operadores jurídicos como los filósofos elaboran interpretaciones “constructivas”. Finalmente, en la etapa post interpretativa es el intérprete quien debe ajustar al requisito de la práctica para que justifique en la teoría en la cual se basa. Para dicho autor, asumir una actitud interpretativa ayuda a diferenciar la inexistencia de Derecho en aquellas naciones cuyas instituciones, formalmente válida, cometen actos totalmente inmorales.
Dworkin describe tres posibles teorías generales del derecho. En primer lugar, mencionamos al “convencionalismo”. En dicha interpretación, los miembros de una comunidad deben aceptar las reglas establecidas, además bajo esta interpretación no se busca determinar quien posee el derecho en un caso determinado. Por eso, dicha teoría no reconoce ningún interés especial en relación con otros miembros de la comunidad. En segundo lugar, se encuentra la interpretación pragmatista que no valora como debería las decisiones judiciales precedentes, ya que, para ellos “los jueces solo toman y deben tomar cualquier decisión que consideren apropiada para el futuro de la comunidad”.
 Finalmente, el derecho como integridad que establece el límite al poder político frente a los derechos de los individuos, es decir, el imperio de la ley que busca como fin la igualdad y el respeto de todos.
Frente a una posición interpretativa del derecho, de Dworkin, se encuentra dos escepticismos. En primer lugar, se encuentra el escepticismo externo que plantea que no hay forma de probar o evaluar que una interpretación sea mejor o no que otras. Un primer autor que critica esta concepción de Dworkin es Fish; que establece una interpretación, pero demasiado individualista y se pierde de esta manera la visión colectiva. De esta manera, Dworkin, queda atrapado en el objetivismo y en el decisionismo. Si bien dicho autor busca a través de una teoría interpretativa que el juez mediante ésta se haga una mejor historia legal. Por otro lado, Fish establece que dicha teoría describe lo que ya hacen jueces y abogados, es decir, se ofrece una teoría que ellos no necesitan.
La respuesta que Dworkin hace a esta crítica se resume en dos partes. En primer lugar, dicho autor defiende una posición general de su teoría de la interpretación porque dichas interpretaciones se construyen en torno a las prácticas establecidas. En segundo lugar, niega que en su teoría se haga una distinción entre el plano real y el plano teórico para formular sus prescripciones normativas.
Entonces, el escepticismo interno que plantea que dentro de la teoría interpretativa del derecho hay una falta de coherencia interna porque dicen que dentro de una sociedad democrática hace inviable cualquier interpretación coherente y neutral. Hay que mencionar que los autores de esta crítica si comparten la premisa de que el concepto del derecho es meramente interpretativo, sin embargo, es bajo esta premisa que hace que marque una crítica importante.
Finalmente, mencionamos a Judith Shklar para quien hay dos arquetipos del Imperio de la ley. En primer lugar, se encuentra el modelo de Aristóteles, quien concebía la Imperio de la ley como el imperio de la razón. Este modelo planteado Aristóteles centra su atención en el agente que juzga, el hombre o los hombres de razón y en silogismo que han de operar. Este modelo del imperio de la ley serviría para la Atenas esclavista o para pocos individuos de una comunidad política. En segundo lugar, se encuentra el modelo de Montesquieu, cuyo fin del “Imperio de la ley” era proteger al individuo de aquellos que gobiernan en donde los poderes se controlan entre sí.
Finalmente, dicha autora asegura que en la actualidad dicho debate se encuentra en un “vacío político”, ya que, por más que adoptemos cualquier posición nuestro argumento no podrá llegar más allá de cómo lo haría por sus propios medios
 Influencias de otros autores en Dworkin
DWORKIN Y PERELMAN
Ambos se interesaron en qué procesos cognitivos pasaban los jueces cuando estaban ante un caso difícil. Por un lado, Perelman lo analizo desde un punto de vista argumentativo porque un argumento es fuerte o débil por el que se ve influido el juez. Por otro lado, Dworkin le interesa cómo el juez en los casos difíciles se ve influencia por su moral y las convenciones sociales. Sin embargo, ambos no estaban de acuerdo con varia ideas del positivismo por su influencia en la filosofía y la lógica,  aunque fue Perelman quien tomó más influencia de la lógica y Dworkin de la filosofía. (A Perelman los procesos lógicos de la argumentación le interesaba mucho y por otro lado a Dworkin los temas ideales como los principios morales del cual deriva la justicia, equidad, etc.)
Para Perelman la argumentación y la retórica eran lo más trascendental ya que influía cómo reaccionaba un ordenamiento jurídico ante determinada conductas sean típicas o no, pero para Dworkin lo más importante fueron las convenciones sociales y legales y los principios morales.
Perelman no sólo analizaba al derecho desde un punto de vista ideal sino que también desde un punto de vista sociológico, psicológico e histórico cuando habla del convencionalismo y el pragmatismo.
 DWORKIN Y ALEXY 
La teoría de la argumentación jurídica de Robert Alexy  plantea la necesidad de formular los enunciados doctrinales de una manera lógica coherente con la normativa jurídica y con los enunciados empíricos. Todo esto para que una teoría de la argumentación dogmática tenga sentido en la práctica general. En cambio, Dworkin se enfoca más en su teoría de la integridad para analizar y resaltar la relevancia de la coherencia y los principios en el derecho. Finalmente, se puede deducir que ambos autores coinciden en que el derecho es eminentemente interpretativo.
Alexy busca en su teoría una forma práctica en analizar de manera lógica los procesos en el derecho mientras que Dworkin se enfoca más en analizar qué es lo que legítima un sistema jurídica en el cual llegó a la conclusión que son el convencionalismo y el pragmatismo.
DWORKIN Y VAZ FERREIRA
Vaz Ferreira parte de una filosofía existencialista donde aseguraba que la lógica sirve para organizar todo en cuanto existe mientras que el lenguaje sirve para transmitirlo, pero el hombre al ser imperfecto cae en error en dichos procesos y es aquí donde se obsesiona en encontrar dichos errores conocido como falacia.
Por otro lado, Dworkin se obsesiona más en ver cómo el ordenamiento jurídico se vuelve eficiente y acatado por la sociedad en donde llega a la conclusión que es la convención (lo que uno espera que otro haga) y el pragmatismo (es más práctico que nos gobierne normas generales a que cada persona cree su norma en donde vendría el caos y la arbitrariedad)
Los vicios de la mente o las falacias eran para Vaz Ferreira algo que debemos evitar si queremos llegar a una mayor eficiencia en el Derecho, mientras que Dworkin sostiene que es la integridad y la diversificación de las normas lo que hace más eficiente al derecho.
DWORKIN Y ATIENZA
Manuel Atienza asegura que la toma de decisiones y la argumentación están muy vinculadas y es por esta razón que la argumentación bien entendida y estudiada puede resolver problemas en el derecho. Por otro lado, Dworkin asegura que para resolver los problemas en el derecho se puede dar mediante la discrecionalidad del juez basándose en principios morales y convencionales y mediante la diversificación de la ley, es decir, leyes distintas para realidades distintas.
Ambos proponen nuevas ideas en el derecho en donde aseguran que la ley es solo una parte del derecho en donde hay otras cosas más importantes que analizar cómo la argumentación en el caso de Atienza o los principios y convenciones en Dworkin.
DWORKIN Y TOULMIN
Toulmin también hizo grandes estudios en el campo de la lógica en donde establece que el ser humano cuando hace algo siempre intenta justificar o establecer razones de lo que ha hecho, pensado o dicho y es aquí donde resalta la importancia de argumentar en el hombre. Además, dicho autor deja de lado lo que otros autores pueden considerar como elementos de la argumentación, por ejemplo, la persuasión. En cambio, para Dworkin lo más esencial no gira a la argumentación, sino en los principios, ya que, en los casos difíciles es en base a principios que se resolverá este tipos de problemas. Además, dicho autor llega a la conclusión que la moral y el hombre son inseparables y por lo tanto el derecho al ser actividad humana en esencia tampoco puede estar separada de la moral.
 La Teoría de Dworkin en el sistema jurídico peruano
El gran aporte que realizó Dworkin a la teoría general del derecho y a la práctica argumentativa es el sistema de principios, además, de la teoría de la solución única; esto último tendríamos que encuadrarlo en el sistema jurídico existente en el Perú: El Civil Law, donde las leyes son las que se encuentren en una mayor jerarquía y el poder judicial pasa a posicionarse en un segundo lugar. Ello lleva a que los jueces se encuentran limitados al momento de sentenciar y lo hagan acorde al ordenamiento jurídico que el legislativo establezca, a lo que se une el temor al prevaricato. De este modo, lo que Dworkin propone generaría mayor activismo en el poder judicial; sin embargo al intentar llevar a cabo el método integracionista se puede llegar a cuentas de que el conjunto de leyes con el que cuenta el Perú adolece de la unidad que es necesaria contar para que los jueces puedan servirse de ellas de manera conjunta. Esto es así, debido justamente al paupérrimo trabajo que ha realizo el Congreso durante años y la baja calidad de congresistas que han sido elegidos. 
Sin duda la concepción de Dworkin del derecho como integridad, ayudaría en demasía para solucionar el problema de la jurisprudencia, la cual en el Perú no sirve como precedente pues no es homogéneo, cada juez, en las distintas instancias, motivado por sus propias “convicciones”, o mejor dicho por sus propios intereses, toma una decisión que no contribuye en lo absoluto a que la sociedad confíe en el sistema jurídico. Sería muy provechoso que exista un juez Hércules en el Perú, por las razones ya mencionada; sin embargo, en este país también se necesita instituciones y congresistas que tengan las características de dicho semidiós, además que en conjunto se planteen objetivos para enrumbar un país unido. 
Finalmente, cabe recalcar que en el Perú a nivel constitucional, el Tribunal ha emitido sentencias donde se ha sopesado los principios que inspira el sistema jurídico para resolver los casos que se presente.
 Bibliografía
ARBALLO, Gustavo Dworkin, vida y obras. Febrero, 2013.  Saber leyes no es saber Derecho. Recuperado de: http://www.saberderecho.com/2013/02/dworkin-vida-y-obra.htm

ÁVILA HERRERA, José. Los derechos en la obra del profesor Ronald Dworkin, Marzo, 2013. Blog del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos: Tú también tienes derechos y deberes Recuperado de:https://www.minjus.gob.pe/blog/opinion-y-analisis/los-derechos-en-la-obra-del-profesor-ronald-dworkin/

BONORINO, P., Cuál es el desafío de Dworkin, Anuario de Filosofía del Derecho. 2000
CASAMIGLIA, A., El derecho como integridad: Dworkin. Barcelona, 1990
DWORKIN, Ronald. El imperio de la justicia (Empire Law’s). Editorial Gedisa. 1986
DWORKIN, Ronald. El Imperio de la Justicia. Editorial Gedisa. Primera edición. Barcelona. 2005
DWORKIN, Ronald. Los derechos en serio. Editorial Ariel, S.A., Provenca Barcelona, España. 1984 y 2002.

GONZALES COVARRUBIAS, María de la Luz. El debate Hart-Dworkin: Una introducción a la discusión. S.f. Extraído de www.jurídicas.unam.mx

HODGSON, Godfrey. Ronald M. Dworkin, el filósofo de la dignidad humana. Febrero 2013
HODGSON, Godfrey.  Ronald M. Dworkin, el filósofo de la dignidad humana, Diciembre 2013, El País. Recuperado de: https://elpais.com/autor/godfrey_hodgson/a/

JEFFRIES, Stuart. Marzo, 2011. Ronald Dworkin: “Tenemos la responsabilidad de vivir bien”. The Guardian. Recuperado de: https://www.theguardian.com/books/2011/mar/31/ronald-dworkin-morality-dignity-hedgehogs
FAERNANDEZ, P. Dworkin: El Derecho como Integridad. 2014. Andamios Jurídicos. Recuperado desde: https://andamiosjuridicos.wordpress.com/2014/02/07/dworkin-el-derecho-como-integridad/

LOZANO VEGA, Suad. A la luz de la teoría de los casos difíciles de Ronald Dworkin ¿Cómo deben de resolverse los casos difíciles?

MELERO, M, Derecho e interpretación en Ronald Dworkin, Grupo de investigación sobre Derecho y Justicia.
MONTOYA ZAMORA. Influencia de Ronald Dworkin en el derecho electoral. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas. Revista Mexicana de Derecho Electoral, núm. 5, enero-junio de 2014, pp. 59-85, México, D. F.

MUÑOZ GONZÁLEZ, Antonio José. Casos Difíciles y Derecho Como Integración
         (Estudio sobre la teoría jurídica filosófica de Ronald Dworkin)
MUÑOZ GONZÁLEZ, Antonio José. Casos difíciles y derecho como integración S.f.  Web jurídica iuris tantum. Universidad de Zaragoza.

PÉREZ JARABA, María Dolores Principios y reglas: examen del debate entre R. Dworkin y H.LA. Hart. S.f.

RODRÍGUEZ PUERTO, Manuel J. Ronald Dworkin y la creación judicial del Derecho. Una reflexión breve. S.f. 

ROJAS AMANDI, Víctor Manuel. El concepto de Derecho de Ronald Dworkin
https://www.juridicas.unam.mx/ http://www.sitioswwweb.com/miguel/el_concepto_de_derecho_de_ronal_dworkin.pdf
http://iuristantum.www1.50megs.com/dworkin.htm
https://elpais.com/cultura/2013/02/14/actualidad/1360880518_090683.html
2017 - Lima
� Hodgson, Godfrey  (Diciembre 2013), Ronald M. Dworkin, el filósofo de la dignidad humana, El País. Recuperado de: https://elpais.com/autor/godfrey_hodgson/a/


� Ídem


�Arballo, Gustavo (Febrero, 2013). Dworkin, vida y obras. Saber leyes no es saber Derecho. Recuperado de: http://www.saberderecho.com/2013/02/dworkin-vida-y-obra.htm


� Ídem


� Ídem


� Jeffries, Stuart  (Marzo, 2011). Ronald Dworkin: “Tenemos la responsabilidad de vivir bien”. The Guardian. Recuperado de: https://www.theguardian.com/books/2011/mar/31/ronald-dworkin-morality-dignity-hedgehogs


� Arballo, Gustavo (Febrero, 2013).Dworkin, vida y obras. Saber leyes no es saber Derecho .Recuperado de: http://www.saberderecho.com/2013/02/dworkin-vida-y-obra.htm


� Ídem


� Ávila Herrera, José (Marzo,2013) .Los derechos en la obra del profesor Ronald dworkin,Blog del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos: Tú también tienes derechos y deberes Recuperado de:https://www.minjus.gob.pe/blog/opinion-y-analisis/los-derechos-en-la-obra-del-profesor-ronald-dworkin/


� Ídem


�  Ávila Herrera, José (Marzo,2013) .Los derechos en la obra del profesor Ronald dworkin,Blog del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos: Tú también tienes derechos y deberes Recuperado de:https://www.minjus.gob.pe/blog/opinion-y-analisis/los-derechos-en-la-obra-del-profesor-ronald-dworkin/


� Ídem


� Arballo, Gustavo (Febrero, 2013).Dworkin, vida y obras. Saber leyes no es saber Derecho. Recuperado de: http://www.saberderecho.com/2013/02/dworkin-vida-y-obra.html


� Dworkin, Ronald. El imperio de la justicia.  Pág. 45. Editorial Gedisa.


�  Dworkin, Ronald. Pág.45.  Ob. Cit.


� Dworkin, Ronald. Pág. 48. Ob. Cit.


� Dworkin, Ronald. El imperio de la justicia, pg. 51.Editorial Gedisa


� Dworkin, Ronald. El imperio de la justicia, pg. 54. Editorial Gedisa


�  Muñoz González, Antonio José. Casos difíciles y derecho como integración. Estudio sobre la teoría jurídica filosófica de Ronald Dworkin. Universidad de Zaragoza. Web jurídica iuris tantum


 http://iuristantum.www1.50megs.com/dworkin.htm


�  Muñoz González, Antonio José. Casos difíciles y derecho como integración. Ob. Cit.


� Para Carlos Isler Soto: Los mandatos, según Austin, son dictados por superiores a inferiores. Ambos términos son correlativos. Superioridad, para él, significa "potestad (might): el poder (power) de afectar a otros con mal o sufrimiento, y de forzarlos, por medio del miedo a tal mal, a ajustar su conducta a los deseos propios. Revista de Derecho Universidad Católica del Norte Año 17 -N° 1, 2010 pp. 147-162.


� “Ello puede ser salvado parcialmente, explica Hart, estableciendo o estructurando a los mismos en un orden de superioridad, subordinación o primacía relativa, por ejemplo, la subordinación de la costumbre a las leyes, o de éstas a la Constitución escrita, o del precedente a ambas o solamente a la ley, etc., de manera tal que uno de los criterios sea siempre supremo. Que un criterio sea supremo no significa otra cosa que la circunstancia de que las reglas identificada por tal criterio- siempre a través de la regla de reconocimiento- conservarán su status de tales, aun cuando contradigan a otras reglas reconocidas por otros criterios también establecidos por la regla de reconocimiento” Ramírez, Jorge. La regla de reconocimiento. Una somera visión de la tesis de Hart y Lipkin.  Pág. 168-169.


� Hart, H. L. A., "El nuevo desafío al positivismo jurídico" (1980), trad. de L. Hierro. Pág. 4. 


� Luis Prieto ha manifestado que el reproche formalista de Dworkin hacia Hart, respecto de la identificación de los principios, no es razonable: “Sin embargo, en lo que me parece que Dworkin no tiene razón es en atribuir este resultado al formalismo positivista, esto es, al hecho de no aceptar que algunas normas sean identificables por su contenido… Como escribe Hart, no existe razón alguna que impida a su regla de reconocimiento identificar directamente ciertos principios por contenido y exigir que fueran tomados en cuenta como parte del criterio de validez jurídica”. “Cuatro preguntas a propósito de Dworkin” contenido en Ronald Dworkin: Estudios en su homenaje. (1993) Págs. 69-100


� Shapiro, Scott, El debate Hart-Dworkin: Una corta guía para perplejos. (2007) Pág. 5


� Dworkin, Ronald. Los derechos en serio. Editorial Ariel, S.A., Provenca Barcelona, España. 1984 y 2002, pág.72.


� Ibídem, págs. 22 y ss.


� Ídem, Pág, 72


� Ídem, pág. 73


� Montoya Zamora. Influencia de Ronald Dworkin en el derecho electoral. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas. Revista Mexicana de Derecho Electoral, núm. 5, enero-junio de 2014, pp. 59-85, México, D. F. 


�  Dworkin, Ronald. Los derechos en serio. Editorial Ariel, S.A., Provenca Barcelona, España. 1984 y 2002, págs. 83-86.


� Ídem, págs.87-92


� Ídem, págs. 93,94


� Ídem,págs.94-100


� Sendra Moll, Jorge (2009). La concepción del Derecho como integridad según Dworkin. Universidad de Guanajuato.


� Fernández, P. (2014). Dworkin: El Derecho como Integridad. Andamios Jurídicos. Recuperado desde: https://andamiosjuridicos.wordpress.com/2014/02/07/dworkin-el-derecho-como-integridad/


� Dworkin, Ronald. El Imperio de la Justicia. Editorial Gedisa. Primera edición. Barcelona. 2005 p. 175-6  


� Esto implica a). una visión cerrada del ordenamiento jurídico, compuesto para Dworkin por reglas y principios; b) una visión objetivista de los principios, pues el juez no se acerca a los principios del sistema para ofrecer “su versión” de los mismos, sino que el juez debe descubrir la versión verdadera o única  verdadera de los principios: la dictada por la mejor teoría justificadora de todo el material jurídico vigente. Cita extraída de Pérez Jaraba, María Dolores. Principios y reglas: examen del debate entre R. Dworkin y H.L.A Hart. Revista de Estudios Jurídicos. nº 10 (2010). Universidad de Jaén.


� Cita extraída de Muñoz González, Antonio José. Casos difíciles y derecho como integración. S.f.  Web jurídica iuris tantum


� François Ost esboza una importante opinión al respecto de este juez ideal: “Hay algo trágico en la figura de Hércules, como también en la de Prometeo que no es ajeno a aquél: ¿No se dice que fue hércules, precisamente, quien liberó a Prometeo del peñón caucásico al que estaba encadenado por haber robado el fuego de los dioses para regalárselo a los hombres? Hércules, como es bien sabido, fue castigado con la maldición de Hera; él no dejaba de expiar el infanticidio que ella le había incitado a cometer. Su actividad desbordante determinó el perdón de esta falta. ¿Qué falta expía, entonces, nuestro herculáneo juez moderno? ¿La dureza del liberalismo económico que se desarrolló al amparo del “juridicismo” formal? ¿La miopía legalista de la exégesis del siglo XIX?” Júpiter, Hércules, Hermes: tres modelos de juez. Revista sobre enseñanza del Derecho.(2007) Nº 8  Págs. 101-130.


� Dworkin, Ronald. Los derechos en serio 1984. Editorial Ariel


� Dworkin, Ronald. El imperio de la justicia. Pág. 226. Editorial Gedisa. 


� Ibídem, pág. 227. 


� Ibídem, pág. 228


� Ibídem, pág. 229


� Ibídem. Pág. 234


� Ibídem. Pág. 238


� Ibídem. Pág. 241


� Dworkin, Ronald. El Imperio de la Justicia. Editorial Gedisa. Primera edición. Barcelona. 2005 Pág. 268


� Dworkin, Ronald. El Imperio de la Justicia. Editorial Gedisa. Primera edición. Barcelona. 2005 Pág. 270


� IBÍDEM, Pág. 270


� IBÍDEM, Pág. 270


� IBÍDEM, Pág. 273


� IBÍDEM, Pág. 274


� IBÍDEM, Pág. 275


�   Dworkin, Ronald. Los derechos en serio. Editorial Ariel, S.A., Provenca Barcelona, España. 1984 y 2002, págs.43, 44.


�  Ídem,pág.43





� Ídem, pág.48


� Ídem, pág.48


� Ídem, pág.50


� Ídem, pág.51


� Melero de la Torre, Mariano. Guada Impresores S.L. Valencia, España 2012. Pág, 35


� Melero de la Torre, Mariano. Pág, 36 Ob. Cit.


�Melero de la Torre, Mariano. Pág, 43 Ob. Cit.


�Melero de la Torre, Mariano. Pág, 76 Ob. Cit.


� Malero de la Torre, Mariano. p. 84 Ob. Cit.





Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.com32

